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			Prólogo a la presente edición

			El grupo de norteamericanos y chilenos que acordaron formar a estudiantes de economía de la Universidad Católica de Chile en la Universidad de Chicago, perseguía desde un principio intervenir los estudios de economía en Chile y, con ello, el curso de la economía chilena. Sin embargo, jamás imaginaron las consecuencias que su proyecto tendría en el futuro del país.

			A su retorno desde los Estados Unidos, a fines de los años 50, los Chicago Boys trajeron consigo una sólida formación técnica y una misión clara: difundir la ideología de la libertad del mercado. Sin embargo, resistidos por empresarios y políticos durante años, los profesores de la Universidad Católica debieron conformarse con reproducir en las nuevas generaciones de economistas la crítica al Estado y a la democracia chilena. Solo la dictadura militar de Pinochet los instaló a la cabeza de la economía del país y les permitió imponer su ideología sin contrapesos, transformando por completo el curso del desarrollo de Chile. 

			Esa es la historia que relata este libro, que hace muchas décadas fue mi tesis de doctorado para el Departamento de Ciencias Políticas de la Universidad de Princeton, en los Estados Unidos. En español apareció en 1989 una versión resumida, a cargo del Grupo Editorial Z. En 1995, a su vez, Cambridge University Press publicó la tesis original completa. Esta nueva publicación, ahora por el Fondo de Cultura Económica, es entonces la primera que se puede leer íntegra en nuestra lengua y muestra, además, que a pesar de los años transcurridos la historia que relata y las ideas que describe no pierden trascendencia.

			El objetivo central de las reformas estructurales y privatizaciones de empresas públicas desarrolladas por los economistas de Chicago fue reducir drásticamente el rol del Estado e instalar la lógica de mercado en toda la sociedad. Las llamadas “modernizaciones” expandieron la tuición del mercado a los servicios, a la salud, a la educación y a las pensiones, y hacia el final de los años 80, justo para el momento de la recuperación democrática, la ideología tendió a consolidarse en la sociedad chilena. Perdió su discurso más radical, pero amplió su radio de influencia y aceptación, y devino en una especie de dogma compartido para alcanzar el crecimiento económico. La euforia capitalista del fin de la Guerra Fría legitimó el neoliberalismo, vinculándolo al carácter aparentemente inevitable de la democracia liberal y la globalización. Para las élites conservadoras, economía y neoliberalismo eran sinónimos, y las ideas de eficiencia y modernización se identificaron con el mercado. La extraordinaria “alianza de militares y economistas” impuesta bajo la dictadura quedó atrás. Chile era ahora un ejemplo universal del rol del mercado en democracia, puesto que el esfuerzo por reducir progresivamente el rol del Estado y sus regulaciones, y debilitar aquel mundo sobreviviente de “lo público”, prosiguió inflexiblemente su curso. 

			El auge económico extraordinario del ciclo exportador de los años 90 y las políticas sociales de gobiernos de orientación socialdemócrata, lograron incorporar a millones de chilenos al desarrollo económico y aumentar la protección social de una manera nunca antes vista en la historia del país. Pero el éxito indiscutible de este período no significó un cambio en el predominio de la cultura individualista y competitiva construida a partir de la ideología del mercado. Más aún, una vez alcanzada la enorme tarea de poner a los militares en su lugar, los gobiernos socialdemócratas debieron limitarse a corregir “el modelo” en aspectos marginales. 

			¿Las razones?

			Primero, estaba la enorme dificultad política de modificar una Constitución destinada a proteger el rol predominante del mercado. Luego, había que lidiar con la defensa a ultranza del sistema económico por parte de las élites conservadoras. Y finalmente se hallaba el comprensible afán de los gobiernos democráticos por consolidar la incorporación de nuevos sectores sociales por medio del crecimiento económico y el consumo. Por esa vía se mantuvo en Chile la preponderancia de una ideología que sospechaba del Estado y promovía su reducción, limitándolo a un rol asistencialista. Se consolidaron con ello algunas de las medidas más conflictivas heredadas desde la dictadura, como la privatización de las pensiones o la precarización de los servicios públicos. A la creciente privatización en áreas como la educación y la salud, habría que agregar que el agua también dejó de ser un bien público.  

			Pero con el tiempo Chile tampoco logró constituirse en una excepción a la crisis global de la democracia liberal. En línea directa con los principios de Friedrich Hayek, el razonamiento neoliberal chileno se convirtió en un opositor esencial al diseño políticamente deliberado de la justicia en la sociedad. Como el mercado sabía lo que era el bien común, la política tenía que reducirse a una competencia de poder entre individuos. Por ese camino, la expansión del mercado como ideología, la idea de un orden supuestamente espontáneo que regulaba los intercambios, se opuso directamente a la democracia. La idea del voto optativo, la magnificación del poder tecnocrático, la reducción del papel del Congreso y la transformación de los procesos electorales en espectáculos lúdicos y operaciones financieras, no fueron más que las consecuencias de una democracia destripada de sus fundamentos igualitarios. La democracia liberal sufrió el ataque de aquel hermano gemelo que pareció imponerse tras el fin de la Guerra Fría: el mercado. La política y la sociedad se fueron por caminos distintos.

			Estos fueron los temas que estaban a la base del estallido social del 2019 en Chile. Millones de personas se congregaron, a menudo con rabia, a condenar el poder en las élites y la esterilidad de una política incapaz de cambiar la lógica del sistema. Denunciaron los abusos empresariales, la mercantilización de los servicios y la concentración de la riqueza en una minoría, y dejaron en una ciudad devastada, las huellas del rechazo a un sistema en extremo desigual y a un gobierno que veían como su encarnación. 

			Hubo un rayado, escrito en un inglés muy chileno, que cristalizaba la memoria y el proyecto de los manifestantes: “¡Bay Bay Chicago Boys!”. Era el rechazo a una historia. Y eso es, de pronto, lo que mantiene el valor de conocerla. 

			Hace aproximadamente dos años, a la salida de un restaurante en Santiago, se me acercó un joven desconocido. “Me llamo Camilo Garber”, me dijo. “He buscado desde hace tiempo la edición ya agotada de su libro en español. Si usted me autoriza quisiera traducir la edición de Cambridge. Es necesario contar con este libro en nuestro idioma”. En poco tiempo comenzó el trabajo. Por esa razón, entre todos los nombres que debo consignar con gratitud por impulsarme a retomar el impulso en este libro, está en primer lugar el de Camilo Garber. Su gesto espontáneo y el trabajo que desarrolló reflexionando sobre el tema y traduciendo el libro en su versión original, despertó definitivamente mi interés en reeditarlo.

			Agradezco igualmente y por las mismas razones a Carola Fuentes y Rafael Valdeavellano, quienes utilizaron el libro en el documental sobre los Chicago Boys, así como a Víctor Herrero, quien en una conversación que no olvido me manifestó la frustración que sentía porque los estudiantes de economía en Chile no tuvieran el libro a mano.

			Mi gratitud al editor de este libro, Álvaro Matus, por su trabajo generoso y paciente, y al director del Fondo de Cultura Económica en Chile, Rafael López Giral, por defender su publicación en tiempos difíciles. 

			Agradezco por último al rector de la Universidad de Chile, mi amigo Ennio Vivaldi, por el entusiasmo y el ánimo que me transmitiera siempre sobre el valor de este trabajo.

				Juan Gabriel Valdés

			6 de julio de 2020

		


		
			INTRODUCCIÓN
Chile: el ejemplo excepcional

			Desde los últimos 30 años, Chile ha sido citado frecuentemente como un ejemplo político y económico para países en desarrollo. Desde el retorno a la democracia, ha existido tanto una aprobación como una preocupación unánime sobre el continuo crecimiento económico en Chile. El país, en efecto, ha sido entendido como un modelo de equilibrio, prudencia democrática y manejo económico eficiente. Hubo un período, sin embargo, en donde el “ejemplo” chileno fue objeto de opiniones altamente polarizadas. Tanto la “Revolución en Libertad” del presidente demócrata cristiano Eduardo Frei (1964-1970), como la “Vía legal al Socialismo”, llevada a cabo por el Presidente Salvador Allende (1970-1973), atrajeron una gran atención de diversos grupos de personas, en distintos momentos y regiones del mundo. Ambos proyectos fueron sindicados como “modelos”, ya sea a emular o a evitar. Luego del control militar y del masivo abuso de los derechos humanos que el régimen autoritario sostuvo, Chile se mantuvo como objeto de curiosidad de diversos círculos políticos e intelectuales. El ejemplo trágico de una democracia destrozada proveyó la chispa para acaloradas discusiones y controversias en varios países. El repentino cambio de orientación de Chile fue un fascinante fenómeno político y económico que encendió el amplio debate sobre el desarrollo, la democracia y el cambio social. Afortunadamente para los chilenos, la recuperación de la democracia en 1990 eliminó la histórica condición del país como laboratorio social. De ahora en más, la controversial historia chilena reciente se ha convertido en materia de historiadores y especialistas. Incluso hoy, sin embargo, algunos insisten en destacar la naturaleza ejemplar de un “experimento” particular, visto como un modelo ideal para otros países en desarrollo o para naciones en proceso de modernización de sus economías: la revolución neoliberal implementada luego de que el general Pinochet asumiera el poder.

			Es importante recordar que, en septiembre de 1973, una junta militar derrocó al presidente socialista de Chile, Salvador Allende, provocando la destrucción de la larga tradición democrática. El general Pinochet y sus brutales métodos de gobierno inspiraron un rechazo compartido por casi todo el mundo. Sin embargo, y casi desde el principio, la transformación económica llevada a cabo en Chile adquirió un enorme prestigio en las instituciones financieras internacionales, así como también en círculos académicos conservadores, cuyas visiones económicas (y sociales) eran, en ese tiempo, llamadas de forma indistinta como “neoconservadoras”, “neoliberales” o “neoclásicas”. Desde mediados de la década del 70, Chile disfrutó de un tratamiento privilegiado por parte del Fondo Monetario Internacional (fmi) y los bancos comerciales. Chile era, sin duda, el país más visitado y comentado por parte de los periodistas de medios internacionales conservadores, como también por una distinguida lista de académicos liderados por los más prominentes miembros de la Escuela de Economía de la Universidad de Chicago, entre quienes se destacaba Milton Friedman. La razón de este interés es fácil de comprender: Chile se había convertido en el primer y más famoso ejemplo de un país, en vías de desarrollo, que aplicaba reglas económicas ortodoxas. Se produjo una apertura del comercio exterior; se liberaron los precios; las compañías de propiedad estatal se privatizaron; el sector financiero se desreguló, y las funciones y el tamaño del Estado fueron drásticamente reducidas.

			El interés en Chile, adicionalmente, también respondía a otro elemento: el grupo de economistas designados por el general Pinochet en los más altos puestos de su gobierno eran conocidos en círculos académicos y de negocios, desde hace algún tiempo, como los Chicago Boys, en atención a que la mayoría de ellos había recibido entrenamiento de posgrado en aquella universidad estadounidense. Su estatus como antiguos alumnos de la Universidad de Chicago explica no solo la audacia de su revolución económica, sino también su ilimitada fe en la ciencia económica como sustento legítimo de sus draconianas decisiones, y en la habilidad del mercado para resolver el conjunto de problemas que la sociedad debía enfrentar. Era igualmente explícito su completo rechazo al rol activo del Estado en el proceso de desarrollo. Para ellos, todo estaba inspirado en la “ciencia económica”, una ciencia que se encuentra principalmente en sus textos canónicos. El caso chileno, de esta forma, se convirtió en un fenómeno único, que no era deudor de ninguna otra experiencia histórica.

			Estas reformas y, hasta cierto punto, la manera drástica y radical en que ellas fueron aplicadas, siguen siendo objeto de preocupación y admiración de algunos observadores y analistas, a pesar de que se encuentran a la base del éxito chileno de los años 90 y primeras décadas del siglo xxi. El rigor económico al cual fue sometido Chile después del fallido experimento socialista ha sido entendido como el fundamento de una economía libre y balanceada que, poco más de veinte años después, distingue a su naciente democracia. Por muchos años, el fmi y otras entidades asociadas al núcleo del mundo industrializado recomendaron seguir el caso chileno como ejemplo para el resto de América Latina. Desde el punto de vista de estos organismos, para bien o para mal, Chile ha avanzado en la corriente universal de liberalización económica, la privatización de la propiedad pública y la reducción del rol social del Estado, en un contexto de dificultades para el capitalismo financiero. En efecto, esta corriente ha forzado a un cambio de curso no solo en los países más desarrollados, como Estados Unidos y el Reino Unido, sino también en las regiones en desarrollo. En América Latina, Chile se anticipó más de 10 años a la estabilización, el reajuste y al proceso de liberalización, los que ahora son una característica generalizada del continente.1 Más destacable aún es que estas reformas ultraliberales se produjeron antes de que ellas acontecieran en Estados Unidos y el Reino Unido. Esta anticipación ha dejado perplejos a los estudiosos que comprenden al sistema económico mundial como un sistema mecanicista, cuyos eventos dependen de los fenómenos acaecidos en los países centrales. Es así como los economistas chilenos parecen haber vislumbrado el cambio y fin de la era keynesiana, la que tuvo como consecuencia la prominencia de las políticas monetaristas que buscan corregir el desbalance financiero producido por el “estatismo” de la era precedente. Sus políticas anticiparon una forma –abundancia financiera, reducción del Estado, la denigración de la intervención estatal, la celebración del rápido enriquecimiento, el boom yuppie, junto a una completa despreocupación por las políticas sociales–, una moda que algunos intelectuales neoliberales y economistas especializados arguyen como característica distintiva de la modernidad occidental en los años que cierran el siglo xx. De esta forma, no debiera sorprender que el ejemplo chileno haya sido citado como un prototipo de las “Terapias de Shock” que se utilizaran para combatir el caos productivo en medio de una inflación desatada, tal como sucede en Rusia y en algunos países de Europa del Este. La Historia es, en efecto, capaz de generar los giros más extraños. Estas referencias sobre Chile parecen inclinar la creencia, al parecer inevitable, de que las enfermedades económicas deben conducir necesariamente a soluciones drásticas, incluso si ellas requieren la implementación de políticas draconianas. Tal como en Chile veinte años atrás, algunos observadores pueden confundir los inevitables costos que entraña un proceso de normalización económica con la búsqueda deliberada de la purificación ideológica.2

			Son precisamente estos elementos controversiales los que han mantenido el interés extranjero en el caso chileno durante todos estos años. Esto nos permite considerar una serie de elementos y fenómenos que son objeto de estudio de economistas, científicos políticos, sociólogos y otros profesionales de las ciencias sociales. La economía ha logrado extraer una gran cantidad de datos de Chile durante su investigación sobre la inflación, las políticas de reajuste y el proceso de apertura económica en países en vías de desarrollo. Sin embargo, la discusión sobre la relación entre el autoritarismo político y el cambio económico estructural conducido por los neoliberales ha sido igualmente popular, llegando incluso a eclipsar el análisis estrictamente económico sobre el caso chileno. Es a propósito de esto que el caso chileno ha sido frecuentemente citado por los escépticos, quienes dudan si acaso es realmente posible combinar un régimen democrático con procesos de ajuste económicos de inspiración neoliberal. Las reformas económicas estructurales prescritas para América Latina por el conglomerado de instituciones públicas y privadas que regulan las finanzas internacionales, las que un autor ha referido como “El Consenso de Washington para países en desarrollo”, parecen hacer imposible la preservación de libertades personales.3 Claramente, todo este asunto ha sido el principal argumento de quienes se oponen a la aplicación de medidas económicas ortodoxas en los países en desarrollo. Pero este raciocinio no se restringe solo a estos países: la actual grave situación económica y social en Europa y América del Norte ha revivido las críticas del impacto del neoliberalismo en las políticas domésticas y en el orden nacional.

			Algo similar sucede con la transformación del Estado a través de las privatizaciones y la reducción de sus funciones regulatorias y distributivas. Tal como en los casos anteriores, Chile, en la década de 1970, parece haber sido el caso más radical: el Estado, literalmente, se desmanteló a sí mismo. Las privatizaciones y la reducción del Estado no se produjeron, como sucedió después en América Latina, debido a presiones del fmi. Tampoco este proceso produjo tensión entre los sectores políticos –buena parte de la oposición se encontraba en el exilio y no existían partidos políticos– y los especialistas económicos al interior del Estado. El proceso sirvió más bien para ilustrar el entendimiento que se produjo entre economistas y militares, los que actuaron mancomunadamente para cambiar el tipo de Estado históricamente presente en Chile. La emasculación del Estado en las arenas económica y social fue conducida por sus propias instituciones, y respaldado por quienes las dirigían.

			De esto deriva un punto crucial en el debate económico general, que destaca el impacto negativo de los recortes del Estado en las condiciones de vida de los más pobres de la sociedad. Chile también constituye un caso de estudio muy interesante para intentar evaluar los costos probables que conllevan reformas económicas de inspiración ortodoxa en un contexto de desarrollo. A pesar de que amplios sectores siempre se encontraron marginados del desarrollo económico y la modernización, a comienzos de la década de 1970 la sociedad chilena se había convertido en una de las más igualitarias de América Latina. La introducción del modelo neoliberal causó una fuerte caída del salario real, un aumento dramático del desempleo y un deterioro, por casi una década, de los servicios sociales, particularmente la salud y la educación. La enorme brecha entre ricos y pobres durante este período es, hasta hoy, el legado más oneroso de la democracia en Chile. Dicho esto, sin embargo, para muchos se mantiene la pregunta abierta sobre si la actual situación positiva de la economía chilena se debe, realmente, a las radicales reformas llevadas a cabo durante los primeros años del régimen de Pinochet. La pregunta se puede plantear, en primera instancia, de esta forma: el crecimiento económico y el “consenso liberal” que caracterizan a la sociedad chilena hoy, ¿se deben a la audacia de los Chicago Boys y a la brutal imposición de políticas de mercado a mediados de la década de 1970? ¿O sería más preciso adscribir las características de la sociedad chilena a una evolución más regulada y compleja de las políticas económicas de los últimos años de la dictadura y de los primeros tres años del gobierno democrático? Algunos argumentan que el progresivo crecimiento y la estabilidad económica de la que disfruta Chile no pudo haber tenido lugar sin las reformas iniciales. Ellos creen que esas medidas deben juzgarse sobre la base de sus propios méritos y sus efectos a largo plazo. Para ellos, el episodio de los Chicago Boys se mantiene como un ejemplo positivo y encomiable. Otros, sin embargo, destacan las catastróficas consecuencias de sus políticas y el dogmatismo con que fueron aplicadas, a pesar de que podrían haber logrado resultados similares por otras vías (y con resultados menos costosos para la mayoría de la población). Desde este punto de vista, las medidas de los Chicago Boys son, precisamente, el tipo de políticas económicas que deben ser evitadas.

			Se hace evidente, entonces, que no existen respuestas fáciles para la serie de asuntos que puso de relieve el caso chileno. Estos asuntos, en cambio, requieren una aproximación y estudio comparativo, cuya reflexión abra nuevas sendas y formule nuevas interrogantes. Esto resulta particularmente cierto dado que, tanto el neoliberalismo como las sociedades con regulación del mercado, siguen siendo materias de preocupación e interés universal. El atractivo que suscita el caso chileno ya no deriva de su peculiaridad, sino de que contiene elementos de la lógica neoliberal que se presentan como extremos y paradigmáticos. Muchos de los asuntos presentes originalmente en el proceso chileno han reaparecido en cada una de las nuevas experiencias neoliberales. Por esta razón, la discusión del caso chileno efectivamente alude, en gran medida, a problemas y discusiones ideológicas actuales y con alcance universal. Estos factores reflejan un nuevo modo de entender la sociedad y el desarrollo económico que se han vuelto prominentes en la década de 1980 y que ahora están presentes –de forma moderada– en muchos de los razonamientos y procesos de toma de decisiones tanto en países desarrollados como industrializados. No es posible referirse aquí a cada uno de estos factores, pero es necesario “filtrarlos” a través del asunto central que este libro desarrolla. Permítanme ahora, de una vez, introducir el tema.

			El aspecto más prominente del fenómeno que aquí nos preocupa es la ola ideológica neoliberal que inundó a Estados Unidos luego de la elección de Ronald Reagan como presidente, y a Gran Bretaña bajo el gobierno de Margaret Thatcher. Comenzó en Chile en 1974 no simplemente como un conjunto de medidas económicas, sino que como una amplia revolución económica: el pensamiento económico neoliberal era un penetrante y amplio marco de ideas. En un contexto de cambio violento en las estructuras de poder político, fue utilizado por los militares como un requisito sustancial para una radical transformación del Estado. Quienes proclamaron estas ideas argumentaron, persuasivamente, que el establecimiento de un libre mercado requería de un régimen autoritario. Una “sociedad libre”, regulada por el mercado, tendría que ser impuesta por la fuerza. Las razones eran muy simples: la sociedad chilena había sido moldeada durante la primera mitad del siglo xx por un Estado fuerte e intervencionista (en realidad, desde sus orígenes como nación independiente). Por 50 años, organizaciones muy influyentes –como los partidos políticos de izquierda y de centro, junto a la Iglesia Católica– promovieron un proceso y un clima político y social marcado por un pronunciado igualitarismo inclinado hacia la “justicia social”, la lucha en contra de la marginalización y el apoyo para la integración nacional. La política democrática que formó parte de la identidad chilena durante el siglo xx, parece haberse construido, esencialmente, sobre la capacidad del Estado para distribuir y mediar entre grupos sociales antagónicos. No debe parecer extraño, en consecuencia, que aquellos que abogaron por una sociedad regulada por el mercado hayan decidido que el único camino para conseguirlo haya sido la fuerza, y durante el período más corto posible. Esta fatídica decisión, junto al lúcido y distintivo proyecto adoptado para llevarlo a cabo, conduce nuestro foco de análisis hacia la élite “revolucionaria” –conformada por el grupo de economistas Chicago Boys– tras esta experiencia.

			Ellos introdujeron en la sociedad chilena ideas que resultaron completamente nuevas, conceptos enteramente ausentes en el “mercado de ideas” antes del golpe de Estado. Esta élite postuló, primero y ante todo, el concepto de la ciencia económica –equivalente a las ciencias exactas– como el motor tras la organización del Estado. Los Chicago Boys inmediatamente convirtieron un conjunto de objetivos económicos en un único elemento que determinará todo aquello que es deseable socialmente. El análisis económico fue extendido, en consecuencia, hacia otras áreas de la actividad social, incluyendo a la forma ideal del “individuo moderno”: este, competitivo y codicioso, sería el supuesto encargado de engendrar una cultura en sintonía con su propia capacidad de reproducción y en la creación de una “nación de propietarios”. Los Chicago Boys introdujeron el concepto de Estado mínimo, al que solo le es imputable la preocupación por el orden público: en otras palabras, un Estado limitado a deberes represivos y a hacerse cargo de la extrema pobreza. Sobre todo, ellos introdujeron en el debate público (el cual, durante los años de la dictadura, se transformó en un simple monólogo) un discurso económico autosustentable, cuyas variables forman parte de un marco teórico que excluye consideraciones éticas, culturales, políticas y sociales. Es más, ni siquiera reconocieron la presencia de tales consideraciones. Al contrario, quienes se atrevieron a criticar esta lógica fueron excluidos, por ignorantes, de la esfera de la ciencia económica, pues eran incapaces de entender qué era lo más adecuado para la sociedad chilena.

			¿De dónde surgieron estas ideas? Para averiguarlo necesitamos estudiar la formación económica de los Chicago Boys, explorando en la creación de esta élite, el origen de sus actitudes y la forma en que ellos definen su rol como economistas. Este libro trata sobre la historia de una élite económica que utilizó un golpe de Estado, y el extenso período de represión política que acompañó a la dictadura, para llevar a cabo una revolución neoliberal. 

			Las dos revoluciones

			En el curso de pocos pero violentos años, la sociedad chilena fue sometida a dos proyectos completamente contradictorios. Desde 1970 hasta 1973, el gobierno de Allende implementó su “antiimperialista, antioligárquico y antimonopólico” programa, el cual contempló la nacionalización de los sectores productivos y financieros del país, además de llevar a cabo expropiaciones de grandes predios rurales y reemplazar al mercado con mecanismos de control de precios. Desde 1974 hasta 1978, el régimen militar del general Pinochet desarrolló un radical programa de liberalización económica basado en el uso indiscriminado de mecanismos de mercado, la reducción y el desmantelamiento del Estado, la desregulación del sector financiero, y un discurso que vinculó a las fuerzas del mercado con la habilidad de resolver prácticamente cualquier problema de la sociedad. De esta forma, un extremo del radicalismo ideológico fue sucedido inmediatamente por el otro extremo. La sociedad chilena, en consecuencia, fue llamada dos veces a comenzar desde cero. Una breve comparación entre ambos proyectos, así como también de las posturas de quienes las dirigieron, puede resultar útil como una introducción más precisa hacia los objetivos de este estudio.

			La primera afinidad importante es que ambos proyectos intentaron llevar a cabo una reforma radical. Tanto los socialistas como los neoliberales reivindicaron que su principal objetivo era alcanzar un cambio estructural, a pesar de que los primeros referían a una redistribución y reactivación económica, mientras que los segundos, a una batalla en contra de la inflación. En el lenguaje del período de Allende, ambos grupos desearon llevar a cabo una “reforma irreversible”. Por lo tanto, si incluimos una referencia al objetivo anti-inflacionario en la cita a continuación, la conclusión alcanzada por Larraín y Meller sobre las intenciones de la Unidad Popular aparecen como igualmente válidas para el experimento neoliberal: “No hay duda” –dicen ellos–, “que el objetivo fundamental (de la Unidad Popular) era un cambio radical y no simplemente lograr una mejor distribución y crecimiento económico más alto”.4 Por esta precisa razón, tanto los socialistas como los neoliberales estaban preparados para ejecutar sus reformas a cualquier costo y de la manera más rápida posible. Luego de un año en el gobierno, el ministro de Hacienda de la Unidad Popular pudo anunciar, con orgullo, que “la nacionalización del sistema de bancos está prácticamente completa. El Estado controla ahora (…) el 90% de todo el crédito”.5 Cuatro años después del golpe de Estado, el ministro de Hacienda del régimen militar pudo anunciar solemnemente que “el nuevo orden económico” basado en la trilogía compuesta por la apertura económica, la liberalización financiera y la privatización del Estado, había sido completada. Su reporte sobre el estado de las finanzas públicas comenzaba diciendo que “virtualmente todas las medidas fundamentales relativas a este asunto han sido adoptadas”.6

			En segundo lugar, es por esta misma razón que ambos experimentos son comparables respecto a la magnitud del cambio contemplado. Sus discursos fueron mucho más allá de las medidas normales, o estrictamente económicas. A cambio, postularon un cuerpo ideológico inclusivo, que buscó modificar la forma en que la sociedad chilena se organizaba y funcionaba. El objetivo era, ni más ni menos, que la transformación del Estado, de las costumbres y de la cultura. En este sentido, la “construcción del socialismo” y la junta militar propusieron una declaración de principios para llevar a cabo una prolongada y profunda operación para cambiar la mentalidad chilena, lo que denota que ambos proyectos aspiran a un propósito revolucionario. Los intelectuales socialistas y neoliberales proclamaron a sus seguidores (los trabajadores en el caso de los primeros, la nueva clase tecnocrática y de negocios en el segundo) dos modelos de comportamiento a ser imitados: el “Hombre Nuevo”, popularizado por Ernesto “El Che” Guevara y el homo economicus, presente en los escritos clásicos de economía. El primero representa los ideales de la solidaridad y generosidad, la lucha por la justicia y la igualdad; el segundo destaca por el culto a la racionalidad y la libertad individual, la búsqueda de iguales oportunidades para competir dentro del libre mercado.7

			En tercer lugar, ambos grupos de “revolucionarios” eran igualmente críticos sobre el Chile del pasado. Sus diagnósticos condenaban categóricamente el tipo de Estado presente a lo largo de la historia, sindicado por los historiadores como un “Estado mediador”.

			Este punto requiere una breve explicación. Desde la Gran Depresión de 1929, el desarrollo chileno había girado en torno a la expansión del rol del Estado en la economía. El Estado ha fungido como promotor de las actividades comerciales del sector privado, como el mayor propulsor del proceso de industrialización y como un importante agente económico. A comienzos de la década de 1960, la intervención y manejo del Estado sobre la economía se convirtió en un lugar común, el cual era aceptado, en mayor o menor medida, por todos los actores económicos, incluyendo a los empresarios privados. Las organizaciones comerciales fueron partícipes de las negociaciones para determinar la compleja red de regulaciones con las que el gobierno regulaba la actividad económica, compitiendo por obtener la mayor cuota de generosidad del Estado. El rol del Estado surgió, sin embargo, como resultado de factores que no son estricta ni exclusivamente económicos. Tal como el Estado de Bienestar desarrollado en Europa bajo la influencia de la teoría económica keynesiana, el “Estado mediador” surgió de la necesidad de reformular a las coaliciones dominantes como resultado de la incorporación de los sectores populares organizados, los que adquirieron un importante grado de influencia sobre el sistema político a través de los partidos políticos de izquierda. Estos grupos, y aquellos que representaban los intereses de la clase media y media alta de la sociedad, compitieron por cuotas de poder que el Estado podía administrar y distribuir. En consecuencia, el rol del Estado en la economía era un elemento consustancial, aunque bastante frágil, del sistema político democrático que distinguió a Chile respecto de otros países de la región. 

			El modelo de “Estado mediador”, sin embargo, declinó producto de una severa crisis hacia fines de la década del 60. La crisis internacional de esos años impuso severas restricciones, las que estaban fuera del alcance de las autoridades nacionales. Más aún, la política económica chilena de sustitución de importaciones tendió a provocar profundos conflictos sobre la distribución, los que a su vez generaron crisis inflacionarias, dificultades en la balanza de pagos y una serie de disputas intrasectoriales. Hacia el final del gobierno demócrata cristiano del presidente Frei Montalva, algunos economistas advirtieron que el ciclo industrial de expansión, a través de la sustitución de importaciones, se encontraba exhausto, razón por la que llamaron a un cambio radical en la estrategia económica basada en las exportaciones. Ya en ese momento, sin embargo, se estaban presentando ciertos problemas políticos que terminaron por desbalancear la confianza mutua, entre el sector público y el privado, sobre la cual se sustentaba este modelo de Estado.

			Este era el tipo de Estado que ambos experimentos intentaron destruir, por motivos que no eran del todo diferentes. El gobierno de la Unidad Popular buscaba hacerlo porque “el rol del Estado siempre ha sido favorable para los intereses del capitalismo monopólico”. Los partidarios del régimen neoliberal, en tanto, creían en que el Estado era, por definición, ineficiente, tendiente a favorecer las estructuras monopólicas y, lo peor de todo, obstaculizaba el libre mercado. De esta forma, el Estado se presentaba como un obstáculo mayor hacia la formación de una “sociedad libre”.

			En las décadas anteriores existieron ataques hacia el Estado, su ineficiencia y su inclinación hacia políticas intervencionistas y proteccionistas. Tales diatribas eran lanzadas desde todos los sectores ideológicos, incluyendo a los estructuralistas y monetaristas, los dos grupos económicos tradicionalmente opuestos. Pero esta dinámica de crítica hacia el Estado nunca había alcanzado el impacto del debate entre socialistas y neoliberales. Era la primera vez en que estos grupos consideraron, de forma seria y articulada, la cancelación radical y definitiva del Estado en todas sus facetas, incluyendo su rol en la política democrática, parte inseparable de este. En efecto, los responsables de estas políticas, tanto socialistas como neoliberales, adoptaron una actitud similar de descreimiento y desdén hacia la, hasta ahora, historia democrática del país. La tradición democrática que había distinguido a Chile dentro de América Latina nunca fue considerada como digna para contribuir a la reforma. Muy por el contrario, era rechazada como un elemento que distorsionaba; como una presunta farsa que ocultaba la dominación de una casta política que usufructuaba del Estado en favor personal. De esta manera, los autores intelectuales del cambio se encontraban determinados a reducir, o simplemente destruir, las instituciones que señalaron como símbolos tanto de la “democracia burguesa” como del “estatismo”, según fuera el caso.

			Durante un tiempo, no obstante, ambas partes estaban determinadas a explotar, precisamente, estas instituciones. Los ideólogos de la Unidad Popular pensaban que el “Estado burgués” podía ser desmantelado “desde dentro”: sus instituciones servirían para expandir la participación democrática, hasta el punto de alterar la naturaleza misma del sistema institucional, transformando el dominio burgués en una real democracia popular. Los neoliberales, en tanto, utilizaron todo el poder del Estado para llevarlo a su mínima expresión. Ellos creían, al menos hasta la crisis económica de 1982, que el proceso era “irreversible”; que el Estado nunca podría interferir nuevamente en la economía, y que se limitaría a respetar las reglas del juego y a asistir subsidiariamente a los sectores sociales más empobrecidos.

			Existía, sin embargo, una significativa diferencia en la conducta de ambos grupos al momento de controlar al Estado. El intento por construir una economía socialista fue llevado a cabo dentro de un marco de respeto total hacia las libertades públicas y los derechos democráticos (si bien la mayoría de los ideólogos socialistas se preocuparon muy poco de la “democracia burguesa”, la libertad de prensa y los derechos de libre reunión y expresión, incluyendo el derecho de atacar al gobierno con prácticamente cualquier medio a disposición, fueron meticulosamente preservados). Con todo, el socialismo cometió errores. El “objetivo final” de combinar medidas políticas socialistas y populistas, las “empanadas y vino tinto”, en palabras de Allende, estaban, a pesar de las caóticas políticas de expropiación y nacionalización, más presentes en el voluntarioso discurso ideológico que en la realidad. El socialismo, además, se vio enfrentado a la oposición de importantes sectores económicos y políticos, con un fuerte apoyo internacional que no escatimó recursos para sabotear la economía chilena. Al final, un gobierno completamente exhausto perdió el control y se encontró a sí mismo devorado por el caos que, al menos en parte, él mismo ayudó a crear. 

			La revolución neoliberal, en cambio, fue llevada a cabo de una forma muy diferente. Ella transitó entre dos fases, claramente distinguibles por la crisis y depresión económica de 1982. El primer período puede ser llamado, en palabras de Rolf Lüders, la “fase ingenua” del neoliberalismo chileno. Esta fue, sin duda, la más radical. Las reformas no se vieron enfrentadas ni a críticas ni a oposición, puesto que fueron ejecutadas en un marco de total privación de libertades públicas y derechos ciudadanos. La dictadura militar determinó el contexto en el cual las políticas económicas podían avanzar sin importar los costos sociales que conllevaran, haciendo innecesario someterlas a procesos de ajustes para corregir errores aparentes antes de retomar su senda. La revolución neoliberal fue, en este sentido, una auténtica revolución. Esta élite política, económica e intelectual condujo, organizó y ejercitó el poder del Estado con una gran resolución: el grupo de los Chicago Boys ocupó, gradualmente, todos los principales puestos económicos del Estado; ejerció un control incremental sobre el proceso de reproducción intelectual de sus propias teorías, sometiendo y marginando a varias disciplinas, principalmente a las ciencias sociales, a su visión de la “ciencia económica” dentro de varias instituciones de educación superior. El grupo construyó un sistema de vínculos y transferencias personales entre el sector público y los principales centros financieros e industriales de Chile. Además, participó activamente en las campañas de la prensa y la televisión que buscaron expandir su propio mensaje sobre la “ciencia económica”, rechazando, al mismo tiempo, la serie de visiones que otrora gozaron de influencia en las discusiones sobre desarrollo económico, incluyendo una crítica radical de las tradiciones democráticas chilenas en favor de su propósito de sedimentar una “nueva, moderna, autoritaria y tecnificada” democracia.

			La segunda fase tiene lugar luego del fallido proceso de reajuste económico de 1982, el cual tuvo como consecuencia la salida de los más famosos Chicago Boys del gobierno. Este período ha sido distinguido como el de “formación en el trabajo” de la segunda generación de economistas educados en Chicago. Ellos se vieron forzados a conducir un proceso de correcciones económicas, lideradas por el Estado, las que finalmente arrojaron resultados positivos. Durante esta segunda etapa, desde 1983 hasta el fin del régimen militar en 1989, los Chicago Boys continuaron disfrutando las ventajas conferidas por su control sobre variables políticas y económicas en el diseño de políticas públicas. En suma, los Chicago Boys permanecieron en el gobierno durante casi 17 años.

			Existe una distinción adicional, que resulta vital, entre los proyectos socialista y neoliberal: la habilidad que cada uno mostró a la hora de estimular el crecimiento económico chileno. Con el beneficio histórico de la retrospectiva, el primer proyecto parecía destinado a fracasar. El segundo, a pesar de sus limitaciones, fue lo suficientemente valiente para incorporar las tendencias económicas mundiales en la economía chilena. Brevemente expuesto, el gobierno de Allende cambió el intervencionismo estatal “pactado” por un esquema en donde el Estado se apropiaba excesivamente de todas las actividades económicas: un proyecto que finalmente se mostró política y económicamente insostenible. Los economistas de Chicago, por otro lado, alteraron el paradigma económico chileno, no solo rigiéndose por los intereses de los militares, sino también por las principales tendencias de la economía mundial. El análisis de este asunto es un tema recurrente en este libro. Por ahora, resulta suficiente decir que la revolución neoliberal contiene ciertos elementos básicos que pudieron proveer a Chile un modelo de desarrollo viable. Sin embargo, debido al dogmatismo de los Chicago Boys, esos elementos fueron rechazados o pospuestos: ellos fueron condenados a que se produjera un contexto en que confluyeran policymakers menos dogmáticos y una política democrática estable, sin los cuales el modelo nunca habría podido adquirir verdadera legitimidad. La historia reciente de Chile demuestra, entonces, que solo la flexibilidad combinada con medidas políticas y económicas, basada en consensos alcanzados a través de la persuasión, pueden derivar en un modelo de desarrollo viable.

			Con todo, este no será el asunto principal aquí. A cambio, lo que más me preocupa es el conjunto de ideas y actitudes que definen a los Chicago Boys como economistas, el que resultará fundamental en su rol dentro de la historia contemporánea chilena. Tal como veremos, particularmente en el capítulo final de este libro, el desarrollo económico bajo la dirección de los Chicago Boys puede ser juzgado en varias y complejas formas. Sin embargo, su comportamiento como economistas resulta sorpresivo tanto por su simplicidad como por su transparencia. Según su propia definición, este rol es distinto de cualquier noción de la economía como un “arte de la persuasión”. Lejos de aceptar la pluralidad de puntos de vistas sobre la economía, o incluso de la complejidad del proceso de toma de decisiones que afectarán a millones de personas, los Chicago Boys conciben la economía de una forma enteramente dogmática: como una ciencia que necesita ser impuesta por el bien de la propia economía, y, por lo tanto, de la sociedad completa. Este asunto transforma al estudio de los Chicago Boys en un relevante ejercicio y justifica la revisión de los antecedentes intelectuales y patrones de comportamiento que contribuyeron a su aparición.

			Ideas extranjeras

			El sostenido rechazo de Pinochet hacia las “ideas extranjeras” durante sus años en el poder, en referencia al pensamiento marxista y, en general, a cualquiera que pareciera aunque remotamente socialista, tuvo su contracara: los únicos conceptos desconocidos para la cultura política chilena eran, precisamente, los neoliberales. Resulta evidente que las ideas de la Unidad Popular contaban con una larga historia y evolución en la sociedad chilena. Su origen se remonta a la introducción del socialismo marxista hacia fines del siglo xix y a la organización del Partido Socialista Obrero entre las décadas de 1900 y 1930. Posteriormente, el Frente Popular de 1936 (que unió en el gobierno al Partido Radical, de centro, con comunistas y socialistas) prefiguró el tipo de alianza política encabezada por Allende en 1970. La genealogía y trayectoria de las ideas de izquierda eran, en consecuencia, fácilmente reconocibles en Chile; formaban parte de la cultura política nacional y encontraban expresión en todos los niveles de organización social.

			Algo similar, aunque a menor escala, ocurre con las ideas conservadoras de los pequeños grupos que apoyaron el golpe militar. En particular, los gremialistas (jóvenes conservadores con pronunciadas tendencias corporativistas y autoritarias) reflejaron una serie de influencias derivadas del “hispanismo” y el franquismo español, por una parte, hasta el conservadurismo católico de Bonald y De Maistre. También incluyó algunas ideas del pensamiento social tradicional de la Iglesia Católica, a pesar de su rechazo al Vaticano ii y del proceso de democratización de la sociedad chilena y sus tendencias socializadoras expresadas, desde el principio, por su principal rival, el Partido Demócrata Cristiano. El pensamiento gremialista, confinado en la Universidad Católica durante el período que antecedió al gobierno de Allende, fue revitalizado por el extremismo de la experiencia socialista. El escaso apoyo a las ideas gremialistas no debería, sin embargo, ser tomado como argumento para desconocer las profundas raíces de este pensamiento en la cultura política nacional. En realidad, los gremialistas representan una tradición católica conservadora que se encuentra en los orígenes mismos de la República. Otros grupos conservadores, catalogados a sí mismos como “nacionalistas”, veneraron el rol de las fuerzas armadas en la historia chilena y mostraron vestigios de simpatías pasadas por el nacismo alemán y el fascismo italiano. Pero incluso sus ideas provienen de forma clara desde itinerarios ideológicos bien conocidos que animaron debates en décadas anteriores. Lo mismo ocurre con la doctrina liberal. A pesar de estar dividida en varias corrientes, ellas conservan una inclinación democrática, reflejando en parte la influencia y tradiciones del liberalismo británico. El apetito chileno por el liberalismo económico, con ascensos y descensos a lo largo de la historia, se encontraba restringido: no era permeable ni para discursos económicos ni para partidos políticos de derecha que se consideraran antagónicos a los procesos de democratización o al rol de pivote del Estado en la sociedad. Finalmente, los militares demostraron, en adición a su naturaleza profesional, nacionalista y conservadora, apoyo hacia los principios de la Doctrina de Seguridad Nacional y hacia la estrategia de defensa del hemisferio occidental en contra del comunismo (conceptos que ya en ese entonces eran bien conocidos).

			En marcado contraste, el conjunto de ideas neoliberales que evolucionaron en Chile luego de 1975 no tenían antecedentes en la vida pública nacional. Como es bien sabido, estos conceptos representaron un importante quiebre con las ideas de cambio social y justicia distributiva que gozaron de mayoría en las elecciones de 1970. Pero, más importante, ellas también difirieron respecto de la ideología que caracterizaba el entendimiento de la clase capitalista chilena y los sectores de derecha tradicional hasta el período de Allende. De hecho, estas ideas nunca habían aparecido en los programas económicos presentados por los partidos políticos, ni tampoco en las propuestas de los principales economistas conservadores durante los 30 años que antecedieron al gobierno de la Unidad Popular. Ellas, definitivamente, no eran representativas de las reflexiones de los militares respecto a la economía. Entonces, ¿de dónde provienen estas ideas?

			La respuesta se encuentra en el proceso de formación de alrededor de 100 estudiantes de Economía chilenos de la Universidad de Chicago desde 1957 hasta 1970. Aunque no sea suficiente por sí solo, este proceso de instrucción es una condición sine qua non para los eventos posteriores, que representa un ejemplo indesmentible de un proceso organizado de transferencia ideológica desde Estados Unidos hacia un país dentro de su esfera de influencia directa. A diferencia de otros procesos que tan solo involucran una “culturización” de las élites locales, la educación de estos chilenos deriva de un proyecto específico de la década del 50 diseñado para influir en el desarrollo del pensamiento económico chileno (este pensamiento era sindicado como el responsable de los serios problemas económicos del país). Este ejercicio académico y político tuvo, claramente, un extraordinario impacto en la sociedad chilena. Su posterior influencia en América Latina, y ciertamente en las experiencias recientes de Europa del Este, muestra su particular relevancia como caso de política educacional.

			Este libro analiza la transferencia organizada de ideas económicas desde Estados Unidos hacia Chile y que culminó con la revolución neoliberal de los Chicago Boys. Trata, en específico, el origen y la evolución de los acuerdos entre la Universidad Católica de Chile y la Universidad de Chicago; el contexto cultural y las creencias transmitidas a los economistas partícipes de este programa; y la forma en que la propia percepción de su rol profesional evoluciona desde el momento en que finalizan su educación hasta el Golpe de 1973. El libro busca mostrar: a) que un elemento decisivo en la formación de los principios que luego guiarían a los grupos económicos fue la transferencia organizada de conceptos específicos, actitudes, valores y una forma de ver el mundo;8 b) que esta transferencia fue el resultado de un intento deliberado de grupos de chilenos y estadounidenses para combatir los puntos de vista económicos “nacionalistas” y “estructuralistas” que se encontraban en boga en América Latina; y c) que la transferencia o transmisión de conceptos y actitudes fue duplicada con el entrenamiento entregado a las generaciones más jóvenes de economistas en la Universidad Católica de Chile.

			La reconstrucción histórica contenida en este libro no reviste un intento por develar una conspiración. No existió tal conspiración. Pero esto no significa, sin embargo, que los conceptos económicos y la visión de mundo carecieran de objetivos explícitos. Muy por el contrario, la transferencia fue implementada como parte de un intento calculado para implantar de forma previa nociones ausentes en el “mercado ideológico” chileno (conceptos que, si acaso existían, hacía tiempo habían sido descartados por ser políticamente inaplicables). Este deliberado esfuerzo buscó, de forma bastante explícita, influenciar las visiones económicas y, potencialmente, intervenir en las decisiones del gobierno sobre el curso de la economía. Era un proceso abierto y público: los actores se encontraban convencidos de que ellos eran parte de un proyecto legítimo, que consideraban positivo y extremadamente valioso para el desarrollo chileno. En consecuencia, a pesar de que la empresa fue intencionada y concertada, carecía de un elemento esencial de toda conspiración: el secreto.

			A primera vista, los acuerdos interuniversitarios parecen ser similares a cientos de otros convenios científicos y culturales entre Estados Unidos y Chile, con la exclusiva diferencia de que el impacto político que causaría la implementación del acuerdo se produciría 15 años más tarde. Sin embargo, tal como veremos, el asunto (la economía), “la entidad del caso de estudio” (la Universidad de Chicago), y las circunstancias de los receptores (la Universidad Católica y los círculos económicos de derecha), se combinaron de tal forma que pudieron transformar el acuerdo en una verdadera “misión”. El proceso reflejó los esfuerzos de un grupo de profesores de Chicago por la defensa de una “verdadera ciencia económica” (la teoría neoclásica ortodoxa) en contra de la contaminación que pudieran producir el keynesianismo o el socialismo. En ese momento, grupos capitalistas locales atravesaban una profunda crisis hegemónica. La transmisión de esta misión les otorgó a los economistas chilenos formados en Chicago la fortaleza para emprender los desafíos revolucionarios con los cuales ellos se sentían comprometidos.

			Desde este punto de vista, el estudio también analiza, en términos más generales, el rol desempeñado por las élites tecnocráticas y modernizadoras en los países en desarrollo. En específico, evalúa el rol de los economistas al actuar como transportadores de una teoría que busca preminencia sobre asuntos políticos y morales, los que son desestimados como “factores ideológicos”. Al hacer esto, el libro plantea una serie de interrogantes respecto a la habilidad de nuestra política democrática para soportar los inevitables embates de fuerzas transnacionales, culturales, financieras y políticas. En su búsqueda por la “modernidad”, estas fuerzas aprovechan una serie de ideologías, todas ellas cubiertas por el barniz de la ciencia, y aprecian, por sobre todo, las ventajas supuestamente inherentes a la “aplicación de la ciencia”, sin importar los medios y el costo.

			El libro se divide en tres grandes secciones. La primera arranca con un capítulo sobre el surgimiento y la prominencia de los Chicago Boys en el gobierno de Pinochet, y le sigue el capítulo que aborda la transferencia ideológica (los procesos y actores involucrados). El capítulo iii define y evalúa la “tradición económica de Chicago”. El capítulo iv trata sobre los actores que concibieron y promovieron el acuerdo interuniversitario, observando sus intereses y motivaciones: la Administración de Cooperación Internacional (ica) del gobierno de Estados Unidos, la Universidad de Chicago y la Universidad Católica de Chile. El capítulo v entrega un detallado análisis del contexto en el que los acuerdos fueron suscritos por ambas universidades.

			La segunda sección del libro abarca desde el capítulo vi al viii. El vi trata la educación de los estudiantes chilenos en la Universidad de Chicago. El capítulo vii cubre la implantación de la Escuela de Chicago en Chile y, finalmente, el capítulo viii examina la exportación de la tradición de Chicago hacia otros países de América Latina.

			La tercera y última sección, que contiene los capítulos ix al xi, revisa lo que puede ser considerado como la “radicalización” del contexto político chileno y la formación de poderosas oportunidades para los Chicago Boys. El capítulo ix describe el proceso de reforma de las universidades chilenas y cómo ello supuso un riesgo para los Chicago Boys presentes en la Escuela de Economía de la Universidad Católica de Chile. El capítulo x analiza la radicalización de los empresarios y los sectores de derecha en general, como reacción a las crecientes amenazas en el horizonte político. La sección tres culmina observando la frontera entre el grupo de Chicago y el mundo de los negocios: su rol durante la administración de Allende y su diseño de un programa económico alternativo en el caso de un eventual gobierno militar. La conclusión trata sobre los eventos derivados de la crisis económica de 1982: la segunda fase de los Chicago Boys en el poder, el progreso dentro de una economía estable y el retorno a la democracia.

	





		CAPÍTULO I
Autoritarios sin proyecto

			Los integrantes de las Fuerzas Armadas que tomaron el poder en Chile en 1973 no contaban con un proyecto de gobierno definido.9 La Doctrina de Seguridad Nacional, a la cual la junta de gobierno hacía constante alusión, no era sino un “mero sustituto de un proyecto o un modelo político”, el cual no podía brindar el diseño para una relación eficiente entre el Estado y la “sociedad civil”.10 Las Fuerzas Armadas chilenas carecían de experiencia en el gobierno y actuaron forzadas no por un plan predeterminado para imponer una administración militar en el Estado, sino más bien como una reacción ante lo que consideraron una grave amenaza para la seguridad nacional y para su propia existencia institucional: la administración de Allende y la radicalización de la situación política y social.

			La decisión militar de derrocar al gobierno constitucional, además, disfrutó del temprano apoyo de una vasta, aunque transitoria, coalición constituida por grupos, sindicatos y organizaciones políticas representativas de muy diversos intereses sociales, los cuales profesaban diversos grados de simpatía y entusiasmo por la intervención militar. El principal partido conservador, el Partido Nacional (pn), grupos de extrema derecha, asociaciones empresariales, junto al diario El Mercurio (probablemente mucho más influyente que todas las otras asociaciones), les brindaron una bienvenida entusiasta y sin reservas al nuevo gobierno. La mayoría del centrista Partido Demócrata Cristiano (pdc) le ofreció un tibio apoyo al Golpe. Sin embargo, un grupo de notables líderes del pdc se distanciaron de la masa de militantes, condenando el derrocamiento del presidente democráticamente elegido y lamentaron profundamente su muerte. La persecución, asesinato, encarcelamiento y/o desaparecimiento de los líderes de partidos de izquierda inmediatamente después del Golpe desató la preocupación de la Iglesia Católica y, por extensión, del pdc. Sin perjuicio de lo anterior, prontamente se hizo evidente que la junta militar no precisaba de consejos a la hora de tomar decisiones. Por sobre todo, las Fuerzas Armadas buscaron demostrar su independencia respecto a cualquier agrupación política. Este deseo de autonomía, junto a la variedad de apoyos que recibieron, volvió la situación mucho más compleja: se hizo extremadamente difícil para la Junta adoptar una estrategia coherente y unificada sobre el tipo de régimen que viniera a reemplazar al recién derrocado.

			Esta deficiencia se hizo particularmente evidente en el campo de la economía. La Armada, que inicialmente se hizo cargo de la economía del país, solo compartía el acuerdo general respecto de la gravedad de la situación. Los índices de precios mostraban que la inflación excedía el 800%, existía escasez de mercaderías y la industria se encontraba paralizada en atención al prolongado conflicto social. Sin embargo, las nuevas autoridades carecían de entrenamiento y formación técnica en economía. Además, con anterioridad al Golpe, no habían establecido vínculos con grupos chilenos de interés que pudiesen guiarlos en la selección de un grupo de economistas para conducir el proceso. Como es evidente, esto no implica que carecieran de una posición ideológica general. Debido a su extracción social de clase media y alta, junto a sus tradiciones conservadoras, los oficiales de la Marina tendían a favorecer, casi de forma instintiva, a las políticas económicas liberales; y detestaban, de igual manera, el proyecto socialista representado por el gobierno de la Unidad Popular.

			Uno de los primeros pasos dados por las nuevas autoridades económicas consistió en el intento de formar un grupo de economistas de emergencia, constituido por quienes ellos consideraban con una alta expertise técnica. Sergio Molina (pdc), ministro de Hacienda durante la administración del presidente Eduardo Frei Montalva (1964-1970), fue uno de los primeros contactados. El almirante Gotuzzo, quien era el nuevo ministro de Hacienda, le ofreció el puesto de subsecretario de esa cartera. Molina, sin embargo, rechazó la oferta.11 Gotuzzo, enterado de la negativa, se acercó a otros expertos vinculados al pdc. Fue el turno de contactar Carlos Massad, quien poseía un Ph. D. en Economía por la Universidad de Chicago y había sido presidente del Banco Central durante el gobierno de Frei Montalva, pero en aquel entonces se encontraba trabajando en el Banco Mundial. Raúl Sáez, quien sucedió como ministro de Hacienda a Carlos Massad durante el gobierno de Frei Montalva también fue contactado. Sáez gozaba de un gran prestigio en los círculos financieros internacionales, participando incluso en el Proyecto de la Alianza por el Progreso del presidente de Estados Unidos, John Kennedy. Finalmente aceptó y se unió al régimen militar como ministro de Coordinación Económica. 

			Los vínculos con figuras representativas del pdc tendieron a disminuir, cortándose, de forma definitiva, cuando el partido condicionó su participación, ya sea en materias técnicas o políticas, al cumplimiento de ciertos criterios políticos y de respeto a los derechos humanos. El quiebre final de las relaciones estuvo determinado por la decisión del régimen militar de optar por una estrategia política vinculada fuertemente con las aspiraciones de los grupos más radicales de derecha. De hecho, inmediatamente después del Golpe el debate respecto de la política económica del régimen se vincularía estrechamente con la propia definición del régimen: un dilema marcado por la opción de un programa de restauración, el cual “solamente” requería de una “pacificación forzada y represiva”; o un “proyecto fundacional”, el cual implicaba la necesidad de llevar a cabo una revolución.12 La primera opción significaba que las Fuerzas Armadas, habiendo reestablecido el régimen constitucional y el orden público, se convertirían en un “puente” hacia el siguiente gobierno civil. El enfoque fundacional, en tanto, consistía en que la junta militar encabezaría un proyecto de transformación social. Tal como se afirma en la Declaración de Principios de la Junta de Gobierno Militar, esto requería nada menos que de “acciones profundas y prolongadas para cambiar la mentalidad chilena”.13

			La llegada de los Chicago Boys

			Una de las aproximaciones hacia los economistas desde las Fuerzas Armadas, en específico de la Marina, resultaría decisiva en la definición del debate ya comentado y, además, brindaría las bases de las credenciales “revolucionarias” del régimen. Hablamos de los contactos con Hernán Cubillos, por ese entonces presidente del Consejo Asesor de El Mercurio, diario que contaba con el respeto y confianza de los militares en atención a su rol como uno de los principales detractores del gobierno de la Unidad Popular. Cubillos resultaba confiable para la Armada, pues también poseía lazos familiares con la institución. Cubillos y Roberto Kelly, un ex oficial de la Marina y empleado de El Mercurio, tenían total conocimiento sobre el plan diseñado en 1972 por un grupo de economistas, la mayoría de ellos de la Universidad Católica, ante la posibilidad de una intervención militar. Tanto el plan económico, como el grupo de economistas que lo diseñaron, fueron muy recomendados a las autoridades navales por altos ejecutivos del periódico.14

			El programa económico diseñado por este grupo formaba parte de un plan más amplio, destinado a desestabilizar y derrocar al gobierno de izquierda.15 El régimen de trabajo semiclandestino emprendido durante 1972 intentaba cubrir, por una parte, la necesidad de información y orientación económica para el sector que se oponía a Allende, particularmente en el Congreso. Pero también incluía un programa de gobierno en caso de que la Unidad Popular fuese derrocada. El equipo recibió generosos financiamientos por parte de organizaciones de empresarios chilenos, los que también contaban con apoyo financiero de grupos económicos latinoamericanos. Y al menos una parte de los recursos canalizados hacia Chile provinieron desde la Agencia Central de Inteligencia de Estados Unidos (cia).16

			Rolf Lüders, uno de los más importantes miembros del grupo de Chicago en Chile, a pesar de no encontrarse en el país, describió a este equipo económico técnico “fantasma” del siguiente modo:

			“Dicho grupo de trabajo seguramente fue posible y fructífero por la formación técnica común que caracterizaba a sus integrantes. A mediados de la década de los 50 la Universidad de Chicago había iniciado un programa de intercambio académico con la Universidad Católica de Chile, destacando a algunos de sus profesores en Chile para investigar, y recibiendo alumnos chilenos para realizar estudios de posgrado. En virtud de ese programa y por intermedio de becas complementarias, alrededor de una centena de estudiantes, había completado sus estudios graduándose en la Universidad de Chicago a comienzos de la década pasada (…) Hasta 1972 muchos de estos economistas –de vuelta a Chile– ingresaron a las universidades en calidad de profesores de tiempo completo. Algunos otros ingresaron a funciones públicas, especialmente durante el gobierno de Frei. Los demás se incorporaron a las principales empresas del país, pero todos formaron una comunidad –cada año ampliada por las nuevas generaciones de nuevos economistas que egresaban de las universidades chilenas– que compartía un lenguaje técnico, un enfoque racionalista a la solución de problemas, y el anhelo de contribuir con sus esfuerzos a una sociedad próspera, justa y libre. La mayoría de estos economistas son hoy –les guste o no– conocidos como Chicago Boys”.17

			Las figuras principales del grupo eran: Sergio de Castro, antiguo decano de la Escuela de Economía de la Universidad Católica, cuya fuerte personalidad lo convirtió en el líder natural del grupo; Pablo Baraona, ex director de la misma escuela; Sergio Undurraga, economista también vinculado a la Universidad Católica; Emilio Sanfuentes, Manuel Cruzat y Juan Braun, ligados a grupos empresariales; Álvaro Bardón, José Luis Zabala, Andrés Sanfuentes y Juan Villarzú, economistas de la Universidad de Chile que habían estudiado en la Universidad de Chicago y formaban parte del equipo técnico del pdc.

			Aproximadamente dos años más tarde, Sergio de Castro, Pablo Baraona y Álvaro Bardón, junto con Rolf Lüders, Miguel Kast (quien en 1973 estudiaba en Chicago) y Sergio de la Cuadra, se convertirían en las figuras principales de lo que El Mercurio llamó “la Revolución económica chilena”. Sergio de Castro fue ministro de Economía desde abril de 1975 hasta diciembre de 1976, momento en que se convirtió ministro de Hacienda, hasta abril de 1982. Pablo Baraona fue ministro de Economía desde diciembre de 1976 hasta diciembre de 1978, posición que luego sería asumida por Rolf Lüders entre agosto de 1982 y febrero de 1983. Álvaro Bardón se convirtió en subsecretario de Economía de Baraona, mientras que Miguel Kast fue ministro de Planificación desde diciembre de 1978 hasta diciembre de 1980, para luego desempeñarse, también por dos años, como ministro del Trabajo y Previsión Social. Otros Chicago Boys menos conocidos ocuparon varios puestos en el Banco Central, la Oficina de Presupuestos y varias divisiones de planificación del gobierno. Entre ellos se encontraban Juan Carlos Méndez, Álvaro Donoso, Ernesto Silva Bafalluy, Jorge Selume y Álvaro Saieh. Las posiciones ideológicas del grupo también eran compartidas por otros economistas de gran prestigio que tenían vínculos con el pdc. Entre ellos, los más notables eran: Jorge Cauas, quien lideró, como ministro de Hacienda, el denominado “tratamiento de shock de la economía”; y José Piñera, quien como ministro del Trabajo llevó a cabo el Plan Laboral y varias otras importantes reformas sociales, que en su conjunto son conocidas como las “modernizaciones”. Sin embargo, ni Cauas ni Piñera habían estudiado en Chicago: el primero estuvo en la Universidad de Columbia y Piñera obtuvo su Ph. D. en economía en Harvard.

			Adquiriendo poder

			Desde el principio, el equipo de Chicago tuvo que luchar por obtener el control dentro de una “coalición” de economistas que no compartía sus puntos de vista respecto a las medidas que tomar y su temporalidad. Más importante aún resultaba que los otros integrantes de esta “coalición” de economistas no compartían los mismos puntos de vista de los economistas neoliberales, por considerarlos radicales en cuanto a su deseo de alterar drásticamente el curso estructural que el país había seguido históricamente para conseguir el desarrollo. De hecho, ya desde el principio, era clara la preferencia de los Chicago Boys por una “organización económica liberal”. Durante esta fase temprana, sin embargo, “la política económica se enfocó principalmente en corregir los desbalances creados durante el período anterior”.18 En consecuencia, el personal militar a cargo de la economía dedicó sus esfuerzos a balancear el presupuesto fiscal y controlar la inflación. Estas medidas contaban con el respaldo de los técnicos de la economía. Posteriormente, el primer equipo económico con predominancia de civiles reiteró que su intención era reducir gradualmente la inflación, a través de recortes moderados del gasto fiscal, pues se temía que “soluciones drásticas produjeran resultados catastróficos”.19 En julio de 1974, casi a un año del golpe de Estado, el recién nombrado ministro de Hacienda Jorge Cauas, reafirmó que la meta era crear “una economía moderna y mixta” y reestablecer el orden en vista del severo desbalance heredado del régimen anterior. Las declaraciones oficiales estipulaban que las leyes del mercado serían las encargadas de determinar la adjudicación de los recursos productivos, aunque la operación del mercado debía estar acompañada de “una adecuada orientación general provista por el gobierno, para incrementar su alcance social”.20 Por lo tanto, las medidas iniciales “no apuntaban, ni siquiera implícitamente, a producir cambios en el sistema económico que había tenido Chile hasta los años 70, sino que intentaban simplemente ‘normalizar’ su operación e introducir reformas graduales en parte del sistema”.21

			En realidad, las declaraciones oficiales, sumadas a algunas rimbombantes medidas para controlar la inflación, sirvieron para oscurecer el desarrollo de radicales reformas estructurales implementadas de forma discreta por la amplia red de economistas de Chicago, quienes habían sido posicionados en el gobierno por Sergio de Castro. Desde 1975 en adelante, como ministro de Economía, al mismo tiempo que Jorge Cauas asumía en Hacienda, De Castro enfatizó las medidas que apuntaban a producir cambios estructurales profundos en la configuración de la economía chilena. Pudo actuar con gran libertad, pues contaba con la protección de Cauas, quien fungía como comunicador frente a la prensa. El predominio del equipo de Chicago fue simultáneo con el régimen de “tratamiento de shock” económico. Llevando a cabo las políticas antiinflacionarias, que comenzaron en 1974 con la eliminación del control de precios (con la excepción del aumento del salario, el que fue severamente restringido), el grupo de economistas decidió en 1975 atacar al déficit a través de medidas de “shock fiscal”. Luego de una etapa controversial, en donde los Chicago Boys hicieron uso de sus credenciales académicas y de sus contactos con prestigiosos economistas estadounidenses, quienes apoyaban una estrategia antiinflacionaria gradual fueron derrotados. En consecuencia, el grupo de Chicago procedió a ejecutar un drástico recorte en el gasto público, a través de una reducción del cuerpo de empleados del Estado y la eliminación de subsidios hacia la agricultura. El resultado fue una caída del 12,9% del pib. Pero en solo un año, este grupo de economistas se las arregló para reestablecer el nivel histórico de déficit fiscal chileno. El control de la inflación, sin embargo, se mostró como un objetivo elusivo: en el primer año del gobierno militar, y a pesar de las medidas tomadas, la inflación se redujo levemente, pasando de un 376% a un 340%.

			Los objetivos del tratamiento de shock eran, sin embargo, más amplios y ambiciosos que el mero control de la inflación. Tal como afirmó el profesor de la Universidad de Chicago, Arnold Harberger, en un artículo publicado un año después, “el debate público se ha enfocado tan intensamente sobre los problemas gemelos de la inflación y el desempleo, que prácticamente no se han reconocido los importantes cambios estructurales introducidos en la política económica”.22 En realidad, casi de forma imperceptible, se había puesto en marcha la mayor transformación económica del siglo en la economía chilena. Al principio, la opinión pública chilena no fue capaz de comprender las razones subyacentes a este cambio. Tal como afirmó El Mercurio, durante ese período de cuatro años el país y la economía fueron gobernados por un pequeño y selecto equipo “que pocas veces explica sus razones y (…) que no comunica sus decisiones por adelantado”.23

			Las medidas económicas

			El cuadro i.1, desarrollado por Patricio Meller, muestra exactamente los cambios estructurales de la economía chilena introducidos durante la primera fase de la dirección de los Chicago Boys.24 Las medidas que caracterizaron al modelo económico se pueden clasificar en tres áreas generales: “Liberalización del sistema de precios y del mercado; un mercado abierto hacia el comercio exterior y para las operaciones financieras externas; y una reducción drástica del rol del Estado en la economía”.25 Estas medidas corresponden a un modelo teórico que “puede ser definido como un modelo capitalista de empresas privadas, operando bajo el principio de laissez-faire y completamente integrado a la economía mundial; esto es, un sistema económico privado de libre mercado, con movimientos comerciales y de capital, con reglas neutrales y mecanismos automáticos que, supuestamente, pueden resolver cualquier problema económico”.26 Permítannos, en este punto, examinar brevemente las medidas adoptadas.

			Cuadro I.1 Evolución y cambios estructurales durante los Chicago Boys
(primera etapa)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Materia

						
							
							Situación en 1972-73

						
							
							Situación post 1973

						
					

					
							
							Precios

						
							
							Control generalizado de precios.

						
							
							Precios liberalizados (excluyendo salarios y tipos de cambio).

						
					

					
							
							Privatizaciones

						
							
							El Estado controla más de 500 empresas y bancos.

						
							
							En 1980, solo 25 compañías pertenecen al Estado (incluyendo apenas un banco).

						
					

					
							
							Régimen comercial

						
							
							Tipo de cambio múltiple; existencia de prohibiciones y cuotas; tarifas elevadas (94% de promedio); depósitos previos de importación (10.000%).

						
							
							Tipo de cambio único; arancel parejo de 10% (excluyendo automóviles); no existen otras barreras comerciales.

						
					

					
							
							Régimen fiscal

						
							
							Impuestos a la compraventa; empleo público; alto déficit fiscal.

						
							
							Impuesto al valor agregado del 20%; recortes en el empleo público; superávit fiscal (1979-81).

						
					

					
							
							Mercado doméstico de capitales.

						
							
							Control de la tasa de interés; estatización del sector bancario; control del crédito.

						
							
							Tasas de interés libre; reprivatización de la banca; liberalización del mercado de capitales.

						
					

					
							
							Cuenta de capital (balanza de pagos)

						
							
							Control absoluto sobre los movimientos de capital; el Estado es el principal deudor externo.

						
							
							Liberalización gradual de los movimientos de capital; el sector privado es el principal deudor externo.

						
					

					
							
							Régimen de trabajo

						
							
							Sindicatos fuertes; ley de inamovilidad; reajuste obligatorio del salario; altos costos laborales no salariales (40%)

						
							
							Sindicatos atomizados sin capacidad de negociación; facilidad de despido; caída drástica del salario real; bajos costos laborales no salariales (3%).

						
					

				
			

			Fuente: Meller, Patricio, “Revisión del proceso de ajuste chileno de la década del 80”, Colección de Estudios cieplan 30, 1990, Santiago de Chile.

			Entre 1973 y 1980 se eliminaron virtualmente todos los controles gubernamentales sobre los precios minoristas. A partir de 1974 el mercado interno de capitales se liberalizó y se otorgó autorización para que operaran diversas compañías financieras junto a los bancos. Esta liberalización fue seguida por la devolución al sector privado de los bancos nacionalizados durante el gobierno de la Unidad Popular. Ya en 1975, una vez que el equipo económico neoliberal se había hecho con el control de la política económica, la Corporación de Fomento de la Producción (corfo), transfirió el 86% de sus acciones bancarias a ciudadanos privados.27

			Sin embargo, durante los primeros seis años del régimen militar se mantuvo al mercado laboral “bajo estrictas restricciones y control”. Este fue justificado en orden a evitar riesgos inflacionarios.28 Fue solo en 1979, y debido a la presión internacional coordinada por la afl-cio (la Federación Estadounidense del Trabajo) y el Departamento de Estado de los Estados Unidos, cuando se puso en vigencia un Plan Laboral que establecía una forma restrictiva de negociación colectiva. A pesar de que autorizaba la negociación colectiva entre los trabajadores y ejecutivos de cada empresa (sin espacio a la negociación por ramas), la negociación se encontraba férreamente restringida a los principios definidos por el gobierno.

			El proceso de “apertura de mercado” para las operaciones extranjeras fue igualmente veloz. Desde los primeros días del régimen, la tendencia fue aliviar las restricciones para las importaciones en el mercado de alimentos. El promedio de carga tributaria fue reducido sistemáticamente, primero desde el 92% al 52%. A partir de 1975 los impuestos se redujeron desde el 52% hasta un 22% para, finalmente, hacia 1977 estabilizarse en el 10%.29 Junto con las reducciones de las tarifas y de los derechos de aduana, en 1976 se eliminaron todas las restricciones a las importaciones como resultado de una serie de negociaciones del ministro de Hacienda (aunque, en rigor, este era un asunto de competencia del ministro de Relaciones Exteriores). Chile, en esta misma línea, hizo oficial su retiro del Pacto Andino, acuerdo que hasta entonces había formado parte de los cimientos sobre los cuales Chile basaba su estrategia de desarrollo industrial. Sin embargo, el catálogo de derechos de aduana para los países miembros, junto con las restricciones impuestas por el Acuerdo de Cartagena a las importaciones de capital extranjero en el área de integración de la subregión, no eran compatibles con el modelo neoliberal y su proyecto de modernización de la economía.30 Las nuevas reglas para la inversión extranjera, aprobadas en cuanto Chile se retiró del Pacto Andino, establecieron iguales condiciones para el capital nacional y para el capital extranjero que operasen en cualquier sector económico.31

			También fueron modificados los mecanismos que regulaban los movimientos del capital extranjero. Se autorizó a los inversionistas extranjeros a ingresar capital en Chile sin restricción alguna y, en caso de que decidiesen retirarlo, existían garantías que les aseguraban un acceso permanente a las divisas extranjeras. Adicionalmente, se autorizó a los bancos para que contrajeran préstamos directos desde el extranjero, eliminándose gradualmente todas las restricciones para que las mismas entidades ofrecieran préstamos locales asegurados por préstamos del exterior.32

			La meta principal de esta política económica consistía en reducir y reorientar la participación del Estado. Existían tres objetivos principales: “Reducir la magnitud del sector público; minimizar la influencia reguladora del gobierno en la economía y eliminar el rol que desempeñaba el gobierno en la producción directa y como organismo a cargo de promover el desarrollo”.33 Entre 1973 y 1979, los gastos gubernamentales se redujeron desde el 40% hasta el 26% del pib. Estas reducciones, que apuntaban a disminuir el déficit fiscal y la inflación, se mantuvieron aun después de que el déficit fuera eliminado. La planta de trabajadores del Estado disminuyó casi un 20% en menos de cuatro años: de 360.000 en 1974 se pasó a 290.000 en 1978.

			Al mismo tiempo, se descartaron los mecanismos gubernamentales para regular la economía. Tal como ya ha sido mencionado, se eliminaron los controles sobre los precios (pero no los controles sobre el salario) junto a otras medidas administrativas que regulaban ciertas actividades económicas. Se hizo obligatorio que las compañías y organizaciones públicas (como las universidades y canales de televisión) fuesen autosuficientes.

			El cambio más radical fue la eliminación del rol del Estado como productor. En este aspecto, la presión del equipo de Chicago fue muy intensa: solamente en 1975, corfo transfirió al sector privado las acciones y derechos de más de 110 empresas, y el 86% de las participaciones que poseía en el sector bancario.34

			Se estima que de las más de 400 empresas en poder del Estado licitadas o devueltas a sus antiguos propietarios hasta 1978, la venta de solo 45, incluidos cuatro bancos, representó una transferencia patrimonial superior a los US$ 730 millones, lo que equivalía a dos tercios del pib de ese año. La Reforma Agraria también fue revertida. Hacia abril de 1979 se había devuelto a sus antiguos propietarios cerca del 30% de la superficie expropiada. Si bien otro 35% se asigna en propiedad individual a unos 35 mil campesinos, se estima que a fines de la década cerca de la mitad de estos ya han debido vender o arrendar sus parcelas al no contar con el imprescindible apoyo del Estado para transformarse en pequeños propietarios agrícolas. En el sector financiero y bancario, de los 19 bancos con participación estatal mayoritaria en 1973, solo quedaban cuatro en poder de corfo en 1977 y apenas dos en 1981.35

			La desnacionalización afectó a todas las actividades productivas, incluyendo los depósitos minerales, las propiedades urbanas de las compañías de servicios públicos y, finalmente, las compañías en las cuales la participación gubernamental había sido considerable (como la Compañía de Acero del Pacífico, cap). Estas actividades serían administradas por el sector privado, el cual se convertiría en el principal, y finalmente –esta sería la meta– exclusivo agente productor. La importación por sustitución de importaciones sería desechado por ser un modelo “exhausto” y “artificial”. La economía chilena se concentraría, entonces, en actividades económicas que ofrecieran “ventajas comparativas” en el mercado mundial. De esta forma, la industrialización sería rechazada en favor de las actividades de la minería, la agricultura, el sector forestal y la pesca.36 Los funcionarios del gobierno declararon que, dentro de la gama de actividades económicas que existen en el país, ninguna se encuentra vedada para la empresa privada; muy por el contrario, el gobierno se excluyó de participar en casi todas las actividades productivas”.37

			La corfo redujo gradualmente su participación en la promoción de la actividad económica, en detrimento de las pequeñas y medianas compañías mineras, agrícolas e industriales. De este modo, el gobierno quedaba ahora confinado a tratar con la extrema pobreza, el único sector al cual el modelo de Chicago consideraba como una obligación del gobierno. Al respecto, se reservaba una parte del presupuesto para el programa “Madre e hijo”, el cual cubría la nutrición y la educación de los infantes, así como también aumentaba el número de hogares con acceso a agua potable y alcantarillado. Estos programas sociales, lejos de morigerar los costos sociales en que se incurría con la implantación del modelo, tenían como objetivo otorgarles notoriedad política a grupos sociales vinculados con la derecha y, en especial, a la segunda generación de Chicago Boys.38

			En el informe oficial de Sergio de Castro referido al estado de las finanzas públicas de enero de 1978, que fue llamado “El nuevo orden económico”, el ministro declaró que “virtualmente ya han sido adoptadas todas las medidas económicas fundamentales al respecto”. Esta categórica afirmación estaba cargada de connotaciones, cuyas consecuencias pocos chilenos pudieron entender en aquel entonces. Junto a las medidas ya señaladas, el equipo económico decidió mantener el tipo de cambio fijo (US$ 1 equivalía a $39 pesos) desde julio de 1979 hasta junio de 1982. Esta no era una medida baladí. Muy por el contrario, tal como Meller apunta: “El tipo de cambio no fijo no constituyó un instrumento financiero, sino que fue un objetivo económico; era el símbolo de la capacidad económica del sistema y el símbolo del éxito, confianza y continuidad del modelo”. El principio de paridad del dólar, adoptado por los Chicago Boys como parte de su apoyo a lo que ellos llamaron “enfoque monetario a la balanza de pagos”, se encontraba enteramente respaldado por el gobierno militar, hasta el punto de que el general Pinochet afirmó categóricamente que “el devaluar sería un suicidio”.39 La fijación de la tasa de cambio fue el principal factor tras el catastrófico fin de la “fase ingenua” de los Chicago Boys: en 1982 el “modelo” se vio enfrentado a la crisis externa de la deuda, un verdadero shock económico. Antes de eso, y sin siquiera comenzar a evaluar el modelo, es necesario considerar brevemente el impacto social de las reformas económicas de los Chicago Boys.

			El impacto económico y social

			Las medidas adoptadas para controlar la inflación arrojan resultados ambiguos. En 1980, siete años después del comienzo de las reformas, la inflación aún se mantenía en torno al 35%. Solo en 1981 el índice inflacionario cayó bajo el 10%. Para lograr esta meta antiinflacionaria, en primer lugar los Chicago Boys eliminaron el control de precios, luego, redujeron el déficit fiscal y, por último, decretaron la apertura comercial, arguyendo que una vez que la economía chilena se indexara a los precios internacionales, la inflación cesaría. Finalmente, en 1979, la liberalización financiera comenzó. Ella indujo a una enorme influencia del crédito extranjero, permitida por la fijación del tipo de cambio del dólar a $39. A través de este mecanismo, los economistas de Chicago se las arreglaron para reprimir –o, mejor dicho, disfrazar– la presión inflacionaria, nivelándola hacia el estándar internacional (alrededor de 9,5%). La debacle de 1982, que forzó la devaluación, condujo a una nueva fase inflacionaria.

			Un número importante de economistas chilenos se mostraron muy sorprendidos de que un grupo muy bien entrenado de economistas, como lo eran los Chicago Boys, tardaran ocho años en reducir la inflación hasta niveles aceptables. Pinto40 ha destacado las ventajas sin precedentes de las que gozó el equipo económico de la dictadura: control estricto sobre los salarios; un manejo férreo frente a la política fiscal y monetaria; completa libertad para manipular el tipo de cambio; respaldo político para ignorar el aumento del desempleo; la completa supresión del poder sindical y político opositor; y un monopolio total del poder político, junto al control absoluto de la compilación de las estadísticas oficiales de la economía. Sin embargo, ellos fallaron en lograr algo que, incluso para un grupo de conducción económica menos poderoso, debió resultar más sencillo. En palabras de Patricio Meller: “El equipo de los Chicago Boys no solo contaba con el poder incontestado para actuar sobre las variables más importantes, sino que pudo influenciar directa e indirectamente otras variables del ceteris paribus”.41 La pregunta más obvia es, entonces, ¿por qué les tomó tanto tiempo controlar la inflación? 

			Foxley42 y Tironi43 han argumentado que el grupo de Chicago, en realidad, no buscó combatir la inflación directamente, sino que su esfuerzo estuvo en la ejecución de reformas económicas estructurales que, en sintonía con su marco teórico monetarista, eran consideradas esenciales bajo cualquier circunstancia. De esta forma, los economistas neoliberales y monetaristas se convirtieron en los nuevos “estructuralistas”: cualquier medida económica requería de una transformación de la estructura de la economía nacional. La lucha en contra de la inflación, en consecuencia, se convirtió en un simple pero poderoso pretexto para llevar a cabo un proyecto que iba mucho más allá del simple crecimiento económico sobre el cual todo modelo económico debía sustentarse. Este proyecto, a cambio, requería de un nuevo modo de organización social, uno que pusiera a la libertad económica individual en el corazón de la actividad social.

			El crecimiento económico durante esta fase del régimen militar tuvo grandes variaciones. El enorme flujo de capital extranjero hacia la economía a fines de los 70 permitió que existieran altas tasas de crecimiento, alcanzando el 8% en 1977 y 1979. Sin embargo, también hubo drásticas caídas, como la de 1975, que alcanzó el 17%. Por lo tanto, el promedio de crecimiento del pib del período 1974-81 fue de apenas un 2,6%. Tal como ha destacado Ffrench-Davis, el motivo del escaso crecimiento económico se debe buscar en el bajo nivel de inversión –menos de un 15%– durante esos años.44

			Sin perjuicio de lo anterior, los resultados de las decisiones tomadas por los Chicago Boys tuvieron su efecto más inmediato, y también en el largo plazo, en el tratamiento que diseñaron para el Estado, apuntando a su reducción. Ya se ha hecho referencia a los recortes en el gasto público. La magnitud real de esa decisión puede apreciarse al considerar que el shock fiscal de 1975 reajustó en solo un año el déficit fiscal heredado del gobierno de Allende, recortando desde el 10,5% del pib en 1974 hasta el 2,6% en 1975. Hacia 1980, el gasto público en salud había disminuido un 17,6% comparado con el de 1970, y el de educación un 11,3%. Los niveles salariales en 1980 eran 16,7% más bajos que los de una década antes. Los beneficios familiares se derrumbaron en cerca de un 30% desde 1973 hasta 1983, muy por encima del promedio de 6% de la década de 1960. Claramente, entonces, el modelo de Chicago tuvo un impacto regresivo e incrementó significativamente la distancia entre los chilenos ricos y los chilenos pobres.

			De forma similar, el proceso de privatizaciones llevado a cabo durante la primera fase demostró la indiferencia del equipo económico sobre la gran concentración de capital. Desde 1974 hasta 1978, el Estado vendió acciones de 197 compañías en las que participaba. Las condiciones de venta eran extremadamente favorables, puesto que solo una mínima parte de la compra debía ser cancelada en efectivo (entre el 10% y 20%). El remanente podía ser saldado mediante créditos a largo plazo con intereses reales de entre 8% y 12%. Los compradores incluso tenían permitido el uso de acciones de empresas que habían adquirido como garantía.45 Obviamente, las empresas públicas se encontraban en una situación terrible luego del período de Allende y requerían de una reforma urgente y sustantiva. Sin embargo, las liquidaciones se realizaron en medio de recesiones del sector privado –por desinterés del Estado– por lo que generó grandes pérdidas para el Estado chileno. Foxley estimó el subsidio indirecto en alrededor de un 30% respecto del valor libro de las acciones de las empresas.46 De acuerdo con Óscar Muñoz, la consecuencia más importante del proceso fue que “se facilitó la creación de grupos económicos extremadamente concentrados, a través del endeudamiento, sin las garantías suficientes y protegidos por la liberalización económica que se estaba implementando”. Nada de ello parecía ser percibido en aquel entonces. Los “grupos económicos” que se establecieron estrecharon vínculos con el gobierno a través de la transferencia de personal en ambas direcciones, particularmente jóvenes economistas de Chicago, seguidores de Baraona y De Castro.47

			Nuevamente, la intención que subyacía no consistía en generar negocios para el Estado ni en proveer un conjunto de reglas para el comportamiento de los nuevos grupos privados. En el análisis de Meller, existían solo tres reglas básicas que gobernaban el sector privado. Primero, una ley “darwinista”: los productores deben ser eficientes y competir. Solo las empresas eficientes permanecerán en el mercado. Las empresas no competitivas, desaparecerían; de hecho, esto sería sano para el funcionamiento de la economía. Segundo, las ganancias y pérdidas de las compañías serían “privadas”: en ninguna circunstancia el Estado acudiría al rescate de firmas privadas en dificultades económicas. Finalmente, el sector privado podría endeudarse tanto como quisiera, a nivel nacional e internacional, puesto que ello era de exclusiva responsabilidad del deudor. ¿Cuándo y bajo qué propósito el Estado debía intervenir? “Si una empresa privada contraía una deuda internacional, sabía lo que estaba haciendo, e incorporaba el costo del crédito en los cálculos del rendimiento de las inversiones a ser financiadas por el préstamo. Así, el endeudamiento externo del sector privado no consistía en un asunto de preocupación. Más bien, el endeudamiento era una evidencia concreta del gran número de proyectos viables económicamente en Chile, los cuales estaban siendo ahora explorados por los empresarios nacionales”.48 

			La breve y decisiva historia de la crisis económica chilena de 1982 no fue una simple anécdota de la contracción económica internacional por parte de un país en desarrollo. Fue también el resultado de una aventura ideológica desarrollada por el equipo de economistas de Chicago que, cubiertos por criterios supuestamente científicos, permanecieron en nada más que la simple lógica expuesta más arriba. La crisis parece haber sido precedida por un proceso de recuperación del orden macroeconómico. Desde 1976 hasta 1981, el pib creció a un promedio anual de 7,2% e incluso existía cierto optimismo por controlar la inflación. El dólar fijado a $39 pesos estabilizó los precios de las importaciones de materias primas y productos, las que llegaban en grandes cantidades y, de acuerdo a las autoridades, tuvieron un impacto positivo en tanto obligaban a las empresas nacionales a competir con esos precios. Para la mentalidad del gobierno, las cuentas públicas se estaban manteniendo en orden. Se generó un superávit fiscal y un balance positivo en el sector público no financiero. Además, hasta 1981, el sector público (incluyendo las empresas estatales) tuvo un acceso muy restringido a financiamiento externo. Por esta razón, la deuda pública externa aumentó solo desde US$ 5.200 millones a US$ 5.600 millones durante 1978-81. En el intertanto, sin embargo, la deuda privada se disparó desde menos de US$ 2.000 millones en 1978 hasta más de US$ 10.000 millones en 1981 y casi US$ 14.000 millones en 1982. Medido en términos del pib, las sumas en la cuenta corriente y en los depósitos a plazo aumentaron desde un 9,3% en 1974 hasta un cénit de 25,7% en 1982. Esta situación se consideró como de exclusiva responsabilidad del sector privado. El gobierno no realizó juicios al respecto ni tampoco intervino.

			En 1981 existían claros signos de que una recesión internacional se aproximaba. Los Chicago Boys “dejaron claro, explícitamente, que la política de ‘hacer nada’ era la mejor opción, puesto que: 1) la recesión internacional sería breve; y 2) todos los problemas básicos ya habían sido atendidos”.49 Tal pasividad derivaba de un entendimiento conceptual dogmático de la economía: el enfoque monetarista de la balanza de pagos, el cual fue esgrimido para argumentar que la economía chilena poseía un mecanismo de ajuste automático.50 En 1982 Chile se sumergió en una crisis. La contracción de la economía mundial afectó las exportaciones chilenas. El precio del cobre colapsó desde US$ 99 centavos la libra en 1980, a US$ 67 centavos en 1982. El deterioro en la balanza comercial era insostenible. Como consecuencia, el pib cayó un 15%; la industria y la construcción se contrajeron más de un 20% en 1982. El desempleo efectivo alcanzó el 30% en 1983. Las bancarrotas se triplicaron solo en 1982. El sistema financiero privado sufrió pérdidas, en promedio, de dos veces el tamaño de su capital. El Banco Central perdió cerca del 45% de sus reservas internacionales. Chile cayó en su peor recesión desde la década de 1930. El 16 de abril de 1982, el general Pinochet invitó a De Castro a renunciar, marcando el final de la “fase ingenua” de los Chicago Boys en el poder.

			La expansión ideológica

			A partir de 1976, las bases ideológicas que sustentaban las medidas técnicas descritas antes comenzaron a hacerse más explícitas.51 El modelo parecía funcionar, y esto fue motivo suficiente como para proclamar el “milagro económico”. Los economistas a cargo del proceso se refirieron claramente sobre sus creencias teóricas. Concedieron entrevistas, contribuyeron con columnas en periódicos y artículos en revistas, así como con varias editoriales de El Mercurio. En todos estos escritos, los economistas demostraron una ideología coherente y compartida –la que también era evidente en su manera de hablar y de actuar–. Gracias a la publicidad mediática que recibieron, y al discurso triunfalista que los rodeó, los economistas se convirtieron en los actores centrales del régimen. Ellos se vieron investidos de un estatus mítico para un sector social dominante que desesperadamente necesitaba de una ideología capaz de ayudarlos a pacificarse con el trauma que les significó el gobierno de Allende.52 La lealtad del grupo con Pinochet era total y su influencia en el discurso del equipo militar gobernante era muy notoria. En consecuencia, comenzó a emerger el bosquejo de “una alianza entre los militares y economistas”, que después fue celebrada por El Mercurio. Según ese periódico, los militares estaban encargados de “crear orden, seguridad y confianza, mientras que los economistas brindaban ideas nuevas capaces de levantar al país de su postración y de liberar las energías para emprender una veloz marcha hacia el desarrollo económico”.53

			Un breve bosquejo por los aspectos del discurso ideológico del grupo implica abordar: la aceptación y adhesión al autoritarismo político como condición necesaria; el uso de la ciencia para legitimar el poder adquirido y el intento de reducir la importancia de la política en la sociedad.

			En primer lugar, los Chicago Boys emprendieron un examen radical y crítico de la historia chilena durante la última mitad del siglo, reduciéndola al período de la Unidad Popular. Según ellos, no valía la pena preservar el crecimiento económico experimentado durante las últimas cuatro o cinco décadas. Su desaprobación se enfocaba principalmente en la economía. “Un análisis detallado de esa administración de tres años”, sostenía De Castro, “nos lleva a concluir que las políticas económicas predominantes de esa época no habían sido modificadas en realidad, sino que, más bien, se habían aplicado meramente las políticas existentes de una forma más intensa. Esto llevó al pleno desarrollo de una crisis que se había estado incubando durante medio siglo”.54 Ampliando esta crítica, El Mercurio consideraba que para convertir a Chile en un país moderno, era necesario romper con los hábitos políticos formados durante un período de 40 años y apartarse de una economía paternalista, dirigista y levemente feudal, hacia una economía de mercado, abierta al intercambio con el extranjero y libre de una interferencia gubernamental innecesaria.55

			De este modo, los ataques a las décadas previas se extendieron, sin ambigüedades, al campo político. En 1978, Pablo Baraona llegó a la conclusión de que el crecimiento ineficaz y corrupto era debido a una dolencia que se escondía tras el gobierno y que era alimentada por el estatismo, a saber: la política. Las características más prominentes del período de 40 años anterior a 1973, dijo, fueron “la búsqueda del poder por el poder y la escalada desenfrenada de la demagogia”.56 Esto explicaba las ansias por nacionalizar y era la causa final del crecimiento del Estado, porque “quien lucha por la conquista del poder y tiene éxito, constituye una fuerza irresistible en pro de la estatización, en favor de ampliar y perfeccionar el poder de que dispone, en pro de tener un mayor número posible de empresas públicas, porque ello significa poder electoral, poder político, económico o simplemente prestigio”. 

			En palabras de Álvaro Bardón, Chile solo había tenido una “pseudodemocracia”, un sistema “pervertido” lleno de “características antidemocráticas”; una democracia que, merced “a una excesiva centralización económica” se había convertido en una “mera fórmula”.57 Más aún, la democracia chilena era indistinguible de una dictadura: “Los antiguos parlamentarios estaban exentos de toda responsabilidad y, en los hechos, las mayorías de la Cámara ejercían una dictadura sin responder ante nadie por sus decisiones”.58

			Por lo tanto, no debería sorprender el hecho de que Chile se encontrara ahora bajo un régimen autoritario. Al contrario, era una situación positiva y necesaria. Ella permitió corregir los vicios históricos del estatismo sin prestar atención a los costos sociales implicados. Los economistas y los medios que les dedicaban apologías no dudaron en admitir que era precisamente la naturaleza autoritaria del régimen la que permitió la ejecución de las reformas. Tal como El Mercurio reconoció, “la experiencia actual no hubiese sido factible de no haber existido condiciones excepcionales en la política y en el trabajo”.59 En otra editorial, sostenía que el régimen, en primer lugar, tenía la virtud de ser duradero; en segundo lugar, que puede conferir a las autoridades una eficiencia negada por los sistemas democráticos deliberativos y, en tercer lugar, puede poner en vigencia un modelo concebido por los expertos, sin ceder ni atender –al menos durante cierto período– a las reacciones sociales producidas por su implementación”.60 Para algunos economistas neoliberales, sin embargo, el autoritarismo no consistía en una necesidad histórica inevitable. Por el contrario, lo consideraban abiertamente como un régimen ideal que garantizaba el funcionamiento neutral del mercado: “Porque un gobierno autoritario es un gobierno fuerte en la defensa de normas iguales para todos”, declaró Bardón.61 Y De Castro fue aún más explícito: “La efectiva libertad de la persona solo se garantiza con un gobierno autoritario, que ejerce el poder a través de normas iguales para todos”.62

			El autoritarismo en Chile no era un simple mecanismo ejecutivo mediante el cual se procesaban las demandas de los grupos de interés. Por casi una década, se constituyó como un sistema institucionalizado del terror, dirigido en contra de los partidos tradicionales de izquierda, los sindicatos, las organizaciones sociales y la oposición en general. Prueba de esto reside en la desaparición de cerca de 3.200 personas entre muertos y desaparecidos, cuyo paradero en algunos casos permanece desconocido incluso hoy, el exilio forzado de cientos de miles de chilenos, así como también los masivos y frecuentes arrestos de personas que eran torturadas en campos de concentración y locales de los aparatos de inteligencia del Estado. La población fue sometida ante tribunales de justicia que se negaron a conceder el derecho habeas corpus, brutal represión policial frente a protestas, redes de espionaje y campañas de intimidación hacia líderes políticos moderados de oposición: estas eran las características reales del régimen autoritario chileno. 

			Este, obviamente, no era el autoritarismo del cual los Chicago Boys hablaban tan entusiastamente. Ellos, junto a varios que desempeñaron cargos técnicos durante el régimen militar, intentaron trazar distinciones entre el autoritarismo que ellos consideraron como necesario –firmeza técnica en la toma de decisiones– y el que tanto la oposición como las organizaciones internacionales en defensa de los derechos humanos mostraban que se desarrollaba en el país. Los Chicago Boys señalaron a este último como “inevitable”, “desafortunado” y restringido solo a abusos aislados, por los cuales ellos no eran, de todas formas, responsables. El terrorismo de Estado –el cual ha sido ampliamente documentado desde la recuperación de la democracia en Chile– sirvió para unificar y volver coherentes entre sí tanto al autoritarismo “suave” con el autoritarismo “severo”, como si fueran las dos caras de una misma moneda: el autoritarismo científico y técnico se encontraba protegido por la fuerza física coactiva y la masiva persecución a la que estaba sujeta la población. El autoritarismo rechazó tanto el poner en discusión las medidas adoptadas, como el enmendarlas en atención a sus costos sociales. Al mismo tiempo, ejerció amenaza física hacia todos aquellos que intentaron organizar protestas o demandas por sus derechos. Visto de este modo, el autoritarismo fue un mecanismo muy eficiente para llevar a cabo la drástica transformación de la economía chilena. 

			Los grupos neoliberales apoyaron este tipo de régimen no simplemente, como algunas veces se ha sugerido, en función de la “amenaza socialista” de Allende, quien, de todas formas, falleció durante las primeras horas del Golpe de 1973. El motivo subyacente residía en el valor histórico que los neoliberales atribuían a las reformas económicas y la transformación del Estado. Ellas eran entendidas como lo suficientemente importantes como para garantizar su imposición, incluso si ello exigía un despliegue represivo de todo el aparato militar del Estado. El objetivo de los Chicago Boys y sus simpatizantes era crear una “sociedad libre”, aunque en los hechos el único tipo de libertad que les importó era la económica. El esparcir este precepto en el pueblo chileno, y sostenerlo hasta que diera frutos, requería de la protección de un gobierno fuerte. Así, el proyecto autoritario era vital para asegurar la aceptación militar de los principios del libre mercado. El principio que sostenía que la libertad personal y que el libre mercado eran sinónimos, se convirtió, junto con la doctrina militar anticomunista de la Seguridad Nacional, en el principal concepto ideológico del régimen. De allí se dedujo que sin libertad económica individual en el mercado, no podría existir libertad política. “El mercado es la manifestación económica de la libertad y de la impersonalidad en el mando”, enfatizó Baraona.63 También, según Bardón, era “un mecanismo técnico neutro, sin connotación ideológica”.64 Como tal, el mercado no solamente era el lugar principal para ejercer la libertad, sino también el locus de la ciencia. 

			De hecho, la autoridad de la ciencia económica fue el principal argumento presentado por el grupo. Las alternativas no se elegían a través de sus propias decisiones ni dependían de la autoridad gubernamental. En lugar de ello, estaban determinadas por la propia ciencia, la que revelaba el comportamiento de la naturaleza: “No se puede construir la justicia social apartándose del mundo real”, declaraba José Piñera a The Economist, en un discurso que parece marxista. “Las leyes de la ciencia económica meramente desentierran y revelan los aspectos objetivos de la realidad, una realidad que no se puede ignorar, porque se sabe que actuar en contra de la naturaleza es contraproducente y auto-engañoso”.65 Las personas que se resisten y critican las medidas adoptadas por un grupo que posee el conocimiento científico, lo hacen porque representan “intereses sectoriales y grupales”, “juicios morales”, “posiciones ideológicas”, o mera ignorancia, y son como las personas que en la Edad Media intentaron impedir el progreso científico por razones dogmáticas.66 El mero uso de la “ciencia económica” aumenta la libertad “porque si reconocemos a la economía como ciencia”, argumenta Bardón, “esto implica inmediatamente menos poder para el gobierno o para la estructura política, porque dejan de ser responsables por adoptar estas decisiones y de este modo, estas quedan nuevamente en manos de cada individuo y de los técnicos”.67 A través de su conocimiento científico, los economistas devolvieron a la sociedad inherente a la naturaleza: “Somos tan monetaristas que hemos llegado a una posición en la cual el Banco Central ya casi no controla el abastecimiento de la moneda. Se controla solo”, dijo Sergio de Castro a The Economist.68

			En consecuencia, los economistas de Chicago habían descubierto que en Chile “existían dos mundos diferentes, con capacidades analíticas y responsabilidades públicas separadas”: uno era el mundo profesional de los economistas, “quienes poseían un arma metodológica abrumadora”, y otro era el mundo representado por “las afirmaciones intelectuales no calificadas e improvisadas, emitidas por los gremios, por los líderes políticos y por los líderes de la Iglesia, que se encontraban sumergidos en un mundo premoderno ajeno a la ciencia”.69 La transformación de la sociedad no solo exigía la interdicción política de este mundo no científico y premoderno, sino que también requería la prédica constructiva de los economistas profesionales acerca de las leyes fundamentales de la ciencia”.70 A través de El Mercurio y del semanario Qué Pasa, se efectuó un adoctrinamiento sistemático en el estilo necesario para la difusión de un dogma. Alusiones a la naturaleza objetiva y científica de tales decisiones eran repetidas hasta el hartazgo: “Detrás de las posiciones de Odeplan se encuentra un pensamiento sobre distribución del ingreso basado en las enseñanzas de la ciencia económica”,71 sostuvo El Mercurio, refiriéndose a la Oficina de Planificación Nacional en una de sus tantas editoriales. Y con respecto a las negociaciones salariales limitadas que el gobierno fue forzado a aceptar en 1979, Qué Pasa tranquilizó a sus lectores, arguyendo que “el modelo económico criollo” requería “de una alta y creciente dosis de libertad”, y agregaba que “dentro del frío razonamiento del economista, es tan imperioso el contar con un precio correcto en el mercado de capitales (la tasa de interés) y en el mercado de divisas (el tipo de cambio) como en el mercado laboral (las remuneraciones)”.72

			La intención fundamental era reemplazar la política por la tecnología y a los políticos por los economistas. Como Pilar Vergara ha notado, los Chicago Boys consideraban que las decisiones colectivas que contenían juicios valóricos, incluso cuando eran tomadas por autoridades políticas, debían ser “altamente técnicas y científicas”. Ellas debían ser implementadas por técnicos sobre la base de criterios de eficiencia técnica. Por lo tanto, las prioridades debían ser establecidas “por expertos que también determinarían la coherencia y compatibilidad de diferentes decisiones evaluativas”.73 La construcción ideológica desarrollada por el grupo y sus simpatizantes sostiene incluso que las decisiones que pertenecen exclusivamente a los deseos ciudadanos deben ser decisiones “informadas”. Los ciudadanos tienen que ser conscientes de las consecuencias de sus decisiones y la información necesaria debe ser provista, nuevamente, por los técnicos y expertos de la ciencia económica. La “ciencia”, por lo tanto, está llamada a ser la absoluta dominadora sobre la “ideología” y las “particularidades individuales”.

			Los economistas estaban a la altura de la tarea. Las estructuras económicas y políticas se nutren las unas a las otras, y la ciencia económica ha avanzado más que las demás ciencias sociales. “Esto explica el creciente interés de los economistas por los asuntos políticos”, declaró Baraona, añadiendo que “Adam Smith fue el primero de los que pueden ser considerados como políticos”.74 Por lo tanto, los economistas estaban mejor dotados para establecer las condiciones que legitimaran las decisiones del régimen y para definir el proyecto “democrático” deseado. José Piñera declaró que el gobierno militar estaba basado en dos formas de legalidad: “La legitimidad salvadora, para liberarnos del comunismo y reconstruir el país (…) y la legitimidad revolucionaria (…) para realizar profundas transformaciones con la finalidad de que no se repita el ciclo que llevó al marxismo. Aludiendo a la imposibilidad de proceder con métodos democráticos, justificó la opción al entendimiento que ‘muchos chilenos’ habían mostrado hacia los rasgos autoritarios del régimen. Como es bien sabido, estas reformas no se pueden hacer con el juego político tradicional; la mayoría de los ciudadanos entrega su apoyo al gobierno, para que este (…) alcance estas metas”.75 Baraona, en tanto, describió la “nueva democracia” que crearía el régimen de Pinochet en los siguientes términos:

			La nueva democracia, imbuida de verdadero nacionalismo, deberá ser autoritaria, en el sentido de que un conjunto de normas esenciales para la estabilidad del sistema no estén sujetas al proceso político, y nuestras instituciones armadas vigilen el cumplimiento de ellas; impersonal, en cuanto las normas se aplican por igual para todos; libertaria, en el sentido de que el principio de subsidiariedad se considera clave para obtener el bien común general; tecnificada, en cuanto el sistema político no pueda decidir cuestiones técnicas, sino que deba limitarse a la cuestión valórica, otorgando a la tecnocracia la responsabilidad de utilizar procedimientos lógicos para resolver problemas y ofrecer soluciones alternativas.76

			El crecimiento económico registrado en 1979 pareció alentar al proyecto de modernización y dio pie para un ilimitado triunfalismo. La victoria del régimen militar en el plebiscito de 1980 –en el cual la ciudadanía debía decidir en favor o en contra de una nueva Constitución, pero sin las garantías democráticas ni electorales– convirtió el optimismo en euforia.

			Después de 1978, el gobierno de Pinochet percibió que las condiciones sociales y económicas no solo permitían, sino que demandaban, un proceso de institucionalización. Se pensaba que había llegado el momento de reforzar la legitimidad inicial del régimen –basada en la contención del socialismo– con un nuevo llamado por legitimidad para revitalizar, esta vez en el campo político e institucional, la definición básica del modelo económico. El desafío de la construcción institucional, más aún, ayudaría a reducir la tensión política dentro del gobierno entre los grupos “duros” y los “moderados”. Los supuestos grupos nacionalistas carecían de bases sociales y se encontraron a sí mismos acorralados por el éxito del modelo de Chicago. Sin embargo, seguían buscando apoyo para Pinochet en una manera que recuerda al fascismo y no completamente carente de rasgos populistas. El poder excesivo y desregulado del general Pinochet, y la eventual personalización de su régimen, llevó a los más poderosos grupos económicos, junto a sus aliados dentro del gobierno –especialmente los economistas– a buscar institucionalización en orden a asegurar la continuidad del autoritarismo y del modelo neoliberal.

			Los dos bandos opuestos tendieron a aceptar la Constitución, que disponía, por medio de una serie de artículos, que el autoritarismo se mantendría intacto y proponía un largo proceso de transición para asegurar una prolongada exclusión de la actividad política. El documento, por lo tanto, satisfacía tanto a los partidarios del militarismo y del “nacional pinochetismo”. Por otra parte, la Constitución confirmaba la permanencia del modelo económico, elevando a nivel de carta fundamental sus principales rasgos: reforzó y ratificó el rol de los actores fundamentales en la transformación económica, los grandes grupos económicos y los economistas. El aplastante triunfo electoral en el plebiscito (un 67% votó Sí) no refleja simplemente un “fraude electoral”, como alegaba la frágil oposición de entonces, sino que manifestaba el hecho de que las iniciativas económicas, políticas y sociales recaían, a partir de ahora, en las manos del bloque de gobierno. La oposición, en consecuencia, no existía.

			Fue en este contexto que los Chicago Boys lanzaron su programa de “modernizaciones”, que buscó cambiar radicalmente la forma en que la sociedad funcionaba. Reformas en salud pública, educación y sistemas de pensiones, así como la revisión de la legislación laboral y la estructura de gremios y asociaciones profesionales, se orientaron a establecer un nuevo modelo de sociedad, concebido para expandirse y auto regularse por medio del libre juego de las fuerzas del mercado. 

			Las reformas contenían claramente objetivos inmediatos y prácticos. Ellas fueron intencionadas hacia el fortalecimiento del sistema comercial, permitiendo la acumulación de capital. Así, las reformas en seguridad social y educación inyectaron al mercado cantidades significativas de dinero que hasta entonces habían sido parte de la administración pública. Más aún, estos cambios buscaron crear una nueva organización social que buscaba anticiparse a conflictos sociales, limitar el amalgamiento de intereses e impedir la movilización social. La legislación laboral del régimen buscó desmantelar y fragmentar el viejo aparato sindical. Una serie de medidas fueron adoptadas para circunscribir las relaciones laborales a un solo ente: el mercado. De forma similar, la reforma de la educación superior debilitó a las grandes universidades, instituciones que hasta aquel entonces habían propagado la cultura hacia las clases medias y servían como base para el centro político. A cambio, el régimen facilitó el aumento de pequeñas facultades y campus que educaban a profesionales. Se aprobaron leyes que abolieron la obligación de afiliarse a asociaciones profesionales, en un intento por eliminar tanto el control público como el privado sobre el ejercicio de las profesiones. 

			Este paquete de reformas instaló una institucionalidad bajo la cual el amalgamiento de intereses y movilización social se encontraban fuertemente reguladas y restringidas.77 Pero esto no provenía solo desde una posición de defensa del modelo y el régimen político. Surgió fundamentalmente desde una ideología que consideraba al mercado como un espacio competitivo que requería ser liberado de arreglos monopólicos que impedían y regulaban la libertad individual. Los sindicatos, los gremios del comercio, y el sistema de salud pública pertenecían a este tipo de arreglos, impidiendo al consumidor la elección libre del sistema de salud que quisiera, o el tipo de universidad en el que prefería estudiar.

			La fase comprendida entre 1980 y 1981 fue, probablemente, el punto más alto del régimen militar y, por lo tanto, de los Chicago Boys. En un período de consumo abundante y de indicadores económicos que favorecían el optimismo, la euforia modernizadora alcanzó su máxima intensidad y el discurso de los economistas no conoció límites. Chile, en efecto, cambió para siempre.

			La revista Qué Pasa describió el período de la siguiente manera:

			Estos fueron los años del dinero dulce. La expansión no se limitaba solo a los grupos económicos. De la misma forma en que los grandes conglomerados económicos basaban su crecimiento en el crédito, la gente se volcó a los bancos y casas de préstamo para financiar sus deseos más onerosos. Con tarifas más bajas y dólar barato, los autos dejaron de ser un bien de lujo reservado para unos pocos. Los electrodomésticos encontraron su camino hacia, incluso, los hogares más humildes. El pisco fue reemplazado por el whisky. Las vacaciones en el extranjero fueron muy comunes entre los sectores más acomodados. El mismo gobierno contribuyó a la propagación de tal triunfalismo. El 11 de septiembre de 1980, el presidente Pinochet describió así sus objetivos: “Crear un millón de nuevos empleos, construir 900 mil casas, permitir que uno de cada siete chilenos tenga un auto, uno de cada cinco tenga una televisión y uno de cada siete instale un teléfono”.78

			Chicago: un punto de referencia para la
legitimidad externa

			La elección en 1980 de Ronald Reagan como presidente de Estados Unidos consolidó la confianza del gobierno militar sobre sus famosos Chicago Boys, quienes habían anticipado la expansión mundial de los principios económicos neoliberales. Al mismo tiempo, confirmó la sospecha de varios en Chile, de que los economistas eran el principal vínculo público entre la dictadura chilena y el mundo exterior. Como se ha dicho, conceptos como “el modelo económico de Chicago” y “la ideología de Chicago” –el término Chicago por sí mismo–, adquirieron un significado preciso para la mayoría de los chilenos, en atención a su uso común y extendido. Dependiendo de la forma particular en que los chilenos vieron a este grupo, la imagen proyectada por los economistas –de autoridad o de abuso de poder, de modernidad o dogmatismo casi religioso, la virtual inevitabilidad o naturaleza arbitraria de sus decisiones, y el aparentemente inescapable proceso proveniente de cada una de estas características– se volvió incluso más fuerte que la imagen proyectada por los militares. Un elemento clave en esta caracterización consiste en la capacidad de acción de los Chicago Boys en el extranjero. Ellos eran vistos como parte de un movimiento internacional y, al mismo tiempo, como gente ofreciendo distintas y nuevas ideas, las que eran superiores a las esgrimidas por los políticos y economistas de pasado. Los economistas, de hecho, hicieron lo que mejor pudieron para fomentar esta imagen. Para lograrlo, apuntaron hacia su punto de identidad común, su alma mater.

			La Universidad de Chicago fue la imagen elegida por la mayoría de estos economistas para reafirmar el prestigio científico del grupo, para enfatizar su homogeneidad y lo que un autor ha descrito como el “entrelazamiento de sus relaciones y de sus itinerarios personales”. Chicago fue, de este modo, “la fuente alimentadora de un mito de autoidentificación”.79 La siguiente descripción introductoria de una entrevista de prensa constituye un buen ejemplo de la actitud del grupo con respecto a la Universidad: “Habla de sus años en Chicago con verdadera inspiración, como si allí hubiera sellado un compromiso a muerte con la sociedad; como si allí se gestara un modelo que va mucho más allá de la economía y que da respuesta a una amplia gama de asuntos de la existencia”.80 Otro economista, consultado sobre el principal atributo de Chicago, señala: “Un respeto absoluto a la aplicación de la racionalidad y el empirismo, al estudio de las ciencias económicas y también a la recomendación de políticas económicas. (…) Yo diría que lo que se está haciendo en Chile es tratar de aplicar esos principios del Departamento de Economía de la Universidad de Chicago dentro de un contexto político muy concreto”.81

			Esta identificación con una escuela de pensamiento específica sería luego corroborada por el considerable respaldo otorgado por los círculos políticos conservadores estadounidenses hacia este modelo económico. El impacto local de estos elogios resultó extremadamente significativo. Mientras que el régimen militar era universalmente despreciado por violar los derechos humanos y terminar con la larga tradición democrática chilena, el modelo económico era muy alabado en varios círculos que observaban, absortos, este “alabable experimento”. Economistas, banqueros, filósofos y politólogos incluso visitaron Chile –un país aislado en todos los otros aspectos políticos y culturales– para presenciar y honrar personalmente este “experimento de libertad”. Frederick von Hayek, Milton Friedman y Arnold Harberger visitaron Santiago en medio de una enorme publicidad. 

			Von Hayek fue hecho presidente honorario del Centro de Estudios Públicos (cep), dedicado a la promoción de ideas conservadoras; Friedman apareció en el canal de televisión gubernamental para dar una clase magistral. Y Arnold Harberger, quien podría ser considerado el mentor de los Chicago Boys chilenos, debatió una vez más con sus antiguos alumnos. También Gordon Tullock, el principal representante de la Escuela de Virginia, o la Escuela del Public Choice, visitó el país.82 La ultraconservadora Societé Mont Pélerin decidió celebrar su convención de 1976 en Viña del Mar. Entre 1976 y 1980 se produjeron interminables elogios para el modelo en El Mercurio y en la televisión por parte de banqueros, hombres de negocio extranjeros, personal del gobierno de Estados Unidos y prominentes economistas monetaristas. Según la descripción de Barrons, una publicación estadounidense conservadora, las reformas en Chile “eran las modificaciones más importantes que se habían implementado en el mundo en desarrollo en épocas recientes”. Chile era un modelo de racionalidad económica. “Los tratados sobre economía
–en Estados Unidos– sostienen que esta es la forma en que debiese funcionar el mundo, pero es otro el país que lo está poniendo en práctica”.83

			¿De dónde provienen estas ideas? Según Barrons, emergen parcialmente de los libros de texto, tales como los que eran utilizados en el Departamento de Economía de la Universidad Católica de Chile por los economistas que se habían especializado en Chicago. Pero los manuales constituían solo un aspecto y, en ningún caso, el más importante, dentro de un contexto de transferencia cultural implementada por los profesores de la Universidad de Chicago, en Estados Unidos, y por sus seguidores en Santiago por un período de más de 15 años. Esta era la principal fuente del equipamiento ideológico utilizado por el equipo económico de Pinochet.

			La transferencia ideológica pudo haber quedado confinada al ámbito académico y relativamente marginal, hasta aquel entonces. Para que esta transferencia ideológica se transformara en un proyecto social influyente, se requerían profundos cambios en la sociedad chilena. Los acontecimientos políticos e ideológicos que vinieron a alterar la realidad política chilena de aquellos años deben entenderse como condiciones necesarias para el desarrollo de este proceso. En otras palabras, se requería de una crisis dentro del sistema político que convirtiera estas ideas –imposibles de llevar a la práctica en un contexto democrático– en el proyecto revolucionario apoyado por un influyente sector de la burguesía chilena.
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